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Introducción  
La violencia contra la mujer representa no solamente una violación a los derechos 
humanos, sino también un impedimento para el desarrollo social y económico de la 
sociedad en general. Al asumir como prioridad nacional la erradicación de la violencia 
contra las mujeres, estableciendo que “los Órganos del Estado y todas las instituciones 
públicas, adoptarán las medidas y políticas necesarias, asignando los recursos 
económicos y humanos suficientes con carácter obligatorio” (énfasis añadido), en el 
Artículo 3 de la Ley N° 348 (Ley integral para garantizar a las mujeres una vida libre de 
violencia), el actual gobierno ‘posneoliberal’ de Bolivia está demostrando un 
protagonismo sin precedentes en el combate a esta problemática.  
 La conceptualización de la violencia contra la mujer como un asunto público que 
requiere acciones estatales es un proceso que está llevando un largo camino de 
incidencia política, social y cultural, y que tiene su origen en la así llamada segunda ola 
feminista de la década de 1960 y 1970. Durante las últimas décadas, el movimiento de 
mujeres ha trabajado constantemente hacia la redefinición de la violencia contra la 
mujer como producto de las estructuras sociales desiguales entre los géneros, 
manifestadas en la dominación y subordinación de la mujer – un trabajo que encontró 
una visible resonancia en los organismos internacionales, particularmente mediante 
declaraciones y convenios a partir de los años 90, además de influir también en las 
agendas públicas nacionales.  
 No obstante, las respuestas nacionales frecuentemente se limitaban a esfuerzos 
moderados, particularmente en el contexto latinoamericano, cuyas estrategias 
neoliberales implicaban – en menor o mayor grado – más bien un retiro del Estado en 
las diversas áreas políticas. En este entorno, grupos y organizaciones de la sociedad 
civil se convirtieron cada vez más en los principales actores y ejecutores de las 
intervenciones sociales, sustentados a menudo por el apoyo económico de la 
cooperación internacional. Con el cambio de gobierno en 2006, sin embargo, el Estado 
boliviano bajo el liderazgo de Evo Morales y su Movimiento al Socialismo inició un 
proceso de redefinición del papel del Estado – específicamente en las áreas económicas 
y sociales –  y sus relaciones con la sociedad civil. Mediante un proyecto de gestión 
económica enfocada en responder a las necesidades y demandas sociales a través de 
políticas públicas, el Estado está fortaleciendo su presencia en diferentes niveles, entre 
ellos el combate a la violencia contra la mujer. 
Este panorama alterado abre nuevas posibilidades para una cooperación entre 
actores estatales y la sociedad civil para hacer frente a la problemática de una manera  
abarcadora y sostenible. Crear estrategias y mecanismos efectivos para combatir la 
violencia contra las mujeres es esencial y apremiante, especialmente en el caso de 
Bolivia que experimenta niveles particularmente altos de este tipo de violencia. Estas 
nuevas formas de colaboración entre entes estatales y civiles indudablemente tienen 
mucho potencial para un abordaje integral de la problemática. Sin embargo, en el 
contexto político e ideológico actual de Bolivia, las formas de colaboración son 
complejas e implican riesgos de cooptación y de marginación; esto puede resultar 
conflictivo, ya que la autonomía de los actores de la sociedad civil es decisiva para 
garantizar una implementación eficiente de las demandas sociales, que en su origen 
son feministas. Además, la involucración estatal puede – por falta de compromiso y/o 
conocimiento – abocar a articulaciones ‘feministas’ subvertidas, es decir acciones que 
más bien socavan el potencial transformador o subversivo de los planteamientos 
feministas.  
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Estudiar las dinámicas creadas por el nuevo protagonismo estatal al nivel 
institucional y operacional podría, por lo tanto, ayudar a identificar mecanismos 
prometedores, así como también posibles obstáculos o puntos débiles para una 
planificación e implementación eficiente de tales iniciativas. De este modo, el objetivo 
del presente trabajo es analizar las implicaciones de la construcción de un feminismo estatal 
incrustado en un proyecto político e ideológico del Estado para el nivel operacional de la acción 
feminista y sus demandas, es decir, las repercusiones de la involucración estatal para el 
abordaje concreto de la problemática de la violencia contra la mujer al nivel 
operacional e institucional.  
Para ello, el análisis se basará en un estudio de caso de la región metropolitana 
de Cochabamba, ubicada en el centro del país y cuyos índices de violencia – y en 
particular de su forma más extrema que son los feminicidios – estaban entre los más 
altos del país en los últimos años. Al mismo tiempo, Cochabamba cuenta con 
numerosas instituciones privadas que destacan por su vasta experiencia en el campo y 
que se han convertido en referentes importantes, también a nivel nacional. La región 
ofrece un panorama interesante para estudiar la interacción entre los diferentes actores, 
debido a una densidad de redes interinstitucionales e intersectoriales, conformadas 
alrededor de la problemática de la violencia contra la mujer y la violencia en general, 
tanto a nivel municipal como también regional. Además, el campo de acción incluye 
varios colectivos feministas y de mujeres que, por su posición autónoma, representan 
un referente alternativo para el análisis de las implicaciones del papel estatal.  
El presente análisis está basado en un trabajo de campo ejecutado entre 
noviembre 2015 y enero 2016 en la región metropolitana de Cochabamba, durante el 
cual se ha entrevistado a diversos actores (inter)institucionales, tanto de instancias 
privadas como públicas así como activistas y expertos individuales. La información 
obtenida por estas entrevistas (mayormente semiestructuradas) ha sido ampliada 
mediante conversaciones informales, una asistencia puntual a eventos relacionados con 
la temática, así como por un seguimiento constante de publicaciones institucionales 
para, finalmente, sistematizarla a base de las fuentes académicas que constituyen el 
marco analítico y contextual del presente trabajo. 
Con el fin de sustentar las conclusiones resultantes de este análisis, la temática 
estudiada es teorizada en un primer paso desde algunas reflexiones surgidas del 
debate sobre la relación entre el feminismo y el Estado. En el centro de dicha sección se 
encuentra la cuestión del ‘potencial feminista’ del Estado, es decir explorando las 
posibilidades y limitaciones del poder estatal para incorporar y responder a demandas 
feministas, así como su capacidad de regular estas articulaciones reivindicativas y 
subversivas. En la segunda sección del presente trabajo se expone el contexto 
sociopolítico (nacional y regional) que enmarca las iniciativas actuales de los diferentes 
actores en el combate a la violencia contra la mujer. Esta revisión contextual contribuye 
a una mayor comprensión de la definición de los actores concretos del campo de acción 
actual así como de los conflictos y divisiones entre ellos. Finalmente, se llega al estudio 
de caso donde se investiga las implicaciones de las interacciones e involucramientos 
estatales y no gubernamentales para el nivel operativo de los actores comprometidos 
en el ejemplo concreto de la región metropolitana de Cochabamba.  
A través de la identificación de las tendencias más pronunciadas en el proceso de 
interacción e involucramiento estatal y no estatal actual, se pretende no solamente 
apuntar los retos y obstáculos que surgen de y en este proceso, sino también las 
posibilidades (futuras) que la recomposición del campo de los actores ofrece para el 
abordaje de la problemática, y así contribuir a la localización de estrategias y 
mecanismos efectivos para este combate tan fundamental y urgente.   
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CAPÍTULO 1 
 
Feminismo y Estado 
Al politizar el ámbito privado bajo el eslogan “lo personal es político”, la violencia 
contra la mujer surgió como una preocupación central de los actores de la segunda ola 
feminista. Indudablemente, los esfuerzos por visibilizar y problematizar este tipo de 
violencia han registrado grandes avances desde entonces, lo que no solamente se 
refleja en acciones de los organismos internacionales y regionales, sino también en su 
incorporación en las agendas públicas nacionales. No obstante, la estructura estatal 
impide – voluntaria o involuntariamente, implícita o explícitamente – a menudo un 
cumplimiento efectivo y coherente de las demandas y propuestas feministas, 
considerando sobre todo que frecuentemente es el Estado mismo quien mantiene o 
incluso fomenta las relaciones desiguales entre los géneros.  
 Frente a estas ambivalencias y contradicciones, se han desarrollado reflexiones y 
posiciones muy diversas en el debate académico feminista, las cuales se reflejan al nivel 
práctico y estratégico de los actores. La siguiente sección investiga, por tanto, los 
posicionamientos (teóricos y prácticos) de los actores feministas hacia el Estado así 
como las estrategias que pueden adoptar para influir en las políticas estatales. Sin 
embargo, para analizar las consecuencias de la involucración estatal1 en una temática 
que en su esencia es feminista, es imprescindible preguntar también por las opciones 
políticas del Estado para responder a estas demandas, así como por los factores que 
determinan una adopción efectiva de estas políticas. Juntando estas variables, no solo 
las posibilidades, sino también los conflictos que las acciones estatales en asuntos de 
género traen consigo, pueden ser analizadas y entendidas.  
 
1.1 Teorizando la relación entre feminismo y Estado 
En vista de la incorporación gradual y parcial de demandas formuladas por los 
movimientos feministas y de mujeres en las agendas públicas, una discusión de la 
relevancia del Estado para la acción feminista ha sido ineludible y ha generado una 
variedad de propuestas desde los debates (académicos) feministas. Estas propuestas 
también tienen – a partir de sus conceptualizaciones del Estado – implicaciones 
prácticas,  ya que los posicionamientos resultantes definen, además, el campo en el 
cual los diferentes actores quieren y pueden moverse.  
 
???????????????????????????????????????? ????????
1 El presente trabajo parte, por tanto, desde una discusión donde las demandas de los movimientos 
feministas y de mujeres no solamente han sido articuladas, sino que también ya han sido consideradas por 
las acciones estatales; en consecuencia, este trabajo no se enmarca en una discusión de los movimientos 
sociales y su formación respectivamente articulación; más bien pretende investigar la continuación de su 
incidencia (particularmente política).   
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1.1.1 La relevancia del Estado para los actores feministas  – y vice versa 
Las teorías convencionales del Estado prácticamente no consideran el género como una 
dimensión de análisis (Charles, 2000: 16). En cambio, en varias teorías feministas, el 
Estado ocupa un lugar central, lo que ha generado una amplia literatura que lo 
conceptualiza desde diferentes enfoques. Estas conceptualizaciones teóricas implican 
también aproximaciones prácticas diferentes hacia el Estado, lo que ayuda a entender 
las estrategias (políticas y organizacionales) que han seguido los diferentes actores 
feministas. 
El Estado es uno de los principales arquitectos en la construcción de la estructura 
social y, por ende, de las relaciones de género (Molyneux, 2000; Craske, 1998). Al 
mismo tiempo, el Estado también está configurado y determinado por esta misma 
estructura: no es solamente constructor, sino también reproductor de las relaciones de 
género prevalecientes (Waylen, 1998). La relación entre el Estado y las mujeres 
constituye, por tanto, una dinámica circular de poder e influencia (Randall, 1998: 185).  
El papel del Estado es indudablemente fundamental en la estructuración de las 
relaciones sociales (y sus desigualdades), pero de ninguna manera es predeterminado 
o invariable. Dependiendo del contexto, el Estado se ha posicionado de diferente 
manera en torno a las cuestiones de género y ha ofrecido tanto oportunidades como 
restricciones para su abordaje (Craske, 1998). Aunque históricamente el Estado ha 
participado significativamente en la conservación de una estructura patriarcal, en otros 
momentos ha tomado acción para promover la igualdad de género (Molyneux, 2000). 
La relación entre Estado y el género es, por ende, variable, dinámica y muchas veces 
también contradictoria. 
Al querer teorizar y analizar la relación entre feminismo y Estado, nos vemos 
confrontados con un obstáculo definicional respecto a los actores del debate 
(académico) feminista cuyas perspectivas teóricas y prácticas deberían ser analizadas 
aquí. Un punto de confusión frecuente es el uso sinonímico de, respectivamente la 
distinción entre los términos de movimiento de mujeres y movimiento feminista. En 
ninguno de los casos existen definiciones universales, debido a que no existe una 
‘mujer genérica’ – es más, ‘la mujer’ representa una categoría sumamente heterogénea 
y multidimensional que no es solamente constituida por género, sino también por 
aspectos como clase, etnicidad, sexualidad o edad (Howell, 1998; Waylen, 1996; Rhode, 
1994). Esta diversidad resulta también en una pluralidad de movimientos de mujeres 
como lo son los movimientos feministas (Waylen, 1996: 16).  
Debido a la ausencia de un consenso conceptual universal, el presente trabajo se 
basará en las definiciones de McBride y Mazur (2008). Según estas dos teóricas, las 
condiciones básicas y necesarias para poder hablar de un movimiento de mujeres se 
definen alrededor de dos componentes: los actores y el discurso (op. cit.: 226). En 
términos mínimos, esto implica que se trate de una acción colectiva de mujeres, 
organizada explícitamente desde su condición de mujer (actores), y que presenten sus 
demandas desde esta misma identidad genérica (discurso) (ibíd.). Sin embargo, la forma y 
el contenido del discurso como también los tipos de actores pueden variar según el 
contexto temporal, nacional, político o social (op. cit.: 228-229). Es también en esta 
variabilidad del discurso donde se identifica al movimiento feminista como una 
subcategoría del movimiento de mujeres a través del uso de un discurso feminista (que, 
a su vez, es una variante del discurso del movimiento de mujeres)2.  
???????????????????????????????????????? ????????
2 En este trabajo, sin embargo, los dos términos – movimiento de mujeres respectivamente movimientos 
feministas – serán usados mayormente según el uso de los autores citados. No obstante, como el objeto de 
análisis de este trabajo es el combate a la violencia contra la mujer, que implica en términos mínimos el 
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Según la definición de McBride y Mazur (2008: 236), este discurso se distingue 
por 1) su objetivo de mejorar la posición de mujeres, 2) desafiar la subordinación de 
mujeres a hombres y/o 3) desafiar las jerarquías de género. No obstante, Weldon (2002: 
63) argumenta que el feminismo debería ser entendido como un continuo entre más y 
menos feminista, ya que en la práctica pocos actores u organizaciones cumplen 
consecuentemente con estos requisitos definicionales. Además, como el significado y la 
connotación del término varía según el contexto, las definiciones pueden incluir 
también actores que no se autodenominarían como feministas (ibíd.).  
Considerando, sin embargo, el papel del Estado en construir, reproducir y 
mantener las estructuras jerárquicas de la sociedad, el potencial desafiante y conflictivo, 
pero también contributivo, de las propuestas que surgen desde los debates académicos 
feministas queda evidente. Las aproximaciones teóricas tienen, además, implicaciones 
prácticas para el posicionamiento de los actores en su interacción con entes estatales, lo 
que esboza el margen de maniobra de posibles articulaciones conjuntas. 
 
1.1.2  Las teorías feministas y sus posicionamientos hacia el Estado 
La ambivalencia del papel del Estado en materia de género ha sido – y continua siendo 
– un elemento crucial en los debates feministas y las estrategias adoptadas por los 
movimientos de mujeres, ya que el Estado representa, por un lado, una fuerza opresiva 
y represiva y, por el otro, un posible partidario y coadyuvante (Charles, 2000; Rhode, 
1994). Debido a la pluralidad de los movimientos feministas, el Estado ha sido 
teorizado desde diversas perspectivas y posiciones, las cuales a su vez resultaron en 
diferentes posicionamientos (estratégicos) hacia el Estado (Waylen, 1998; Rhode, 1994). 
Las estrategias adoptadas se mueven tradicionalmente entre los polos opuestos de 
autonomía e integración respectivamente de oposición e inclusión (Waylen, 1998: 3).  
Una de las principales líneas de análisis feminista provenía de una visión 
dicotómica, donde el Estado es concebido como un ente homogéneo y exterior a la 
sociedad, incorporando los intereses de las clases o grupos dominantes (Waylen, 1998; 
Friedman, 2000). Esta percepción fue la base para las teorías feministas marxistas y 
socialistas como también para las feministas radicales que, por ende, se vieron en 
oposición a las instituciones existentes (Charles, 2000). Las feministas marxistas y 
socialistas definen el Estado como capitalista; sus políticas corresponden a la lógica del 
capitalismo de producción y reproducción, las cuales constituyen relaciones de género 
opresivas para las mujeres (Rhode, 1994: 1183). Las condiciones laborales, sociales y 
económicas mantienen a la mujer en una posición subordinada y dependiente para 
garantizar la reproducción social, ergo, el mantenimiento del modelo capitalista 
(Charles, 2000; Howell, 1998; Friedman, 2000). Considerando, sin embargo, que la 
inequidad de género existe también en sociedades no capitalistas, se evidencia el 
alcance limitado de estas teorías (Rhode, 1994: 1183).  
Las feministas radicales también se posicionan en oposición al sistema político, ya 
que el Estado es conceptualizado como una institución patriarcal que se basa en la 
dominancia masculina sobre la mujer y la institucionaliza a través de sus políticas y su 
burocracia (Charles, 2000; Rhode, 1994; Friedman, 2000). Como Rhode apunta, los 
enfoques marxistas y patriarcales son problemáticos, ya que pueden disimular otras 
dimensiones y mecanismos de opresión y tratar a los sexos como categorías uniformes; 
sin embargo, la comprensión de la importancia del papel que juegan las instituciones 
???????????????????????????????????????? ???????????????????????????????????????? ???????????????????????????????????????? ??????????????????
objetivo feminista de mejorar la posición de la mujer y desafiar su subordinación, las referencias a 
movimientos de mujeres será intercambiable con movimientos feministas.  
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estatales en las “estructuras más fundamentales de la inequidad de género” (1994: 
11863) ha sido un aporte crucial para las teorías feministas.  
En el otro extremo de esta visión dicotómica del Estado se encuentran las 
feministas liberales. Este enfoque parte de la idea de ciertos derechos fundamentales de 
la libertad y equidad de todos los individuos, cuya garantía está bajo la 
responsabilidad estatal (Rhode, 1994: 1186). Según esta aproximación, el Estado es un 
ente neutral en cuanto al género y, por lo tanto, puede ser movilizado para la 
erradicación de inequidades de género (Charles, 2000: 135). Una conceptualización 
liberal del Estado, sin embargo, es problemática por dos aspectos: en primer lugar, 
varias teóricas feministas demostraron que el ideal liberal del individuo reside en 
características particularmente masculinas, las cuales están basadas en la división de la 
esfera pública y privada; su aparente carácter universal es, de hecho, bastante limitado 
(Nash, 1998; Molyneux, 2000). En segundo lugar es precisamente esta separación entre 
vida pública y privada que, desde el inicio, ha sido más resistida por los movimientos 
feministas, ya que esta distinción sostenía la exclusión, subordinación y opresión de las 
mujeres (Waylen, 1998; Rhode, 1994).  
Un cambio significativo en la conceptualización del Estado desde la teoría 
feminista – por alejarse de definiciones categóricas y dicotómicas – ha sido impulsado 
principalmente por el posestructuralismo y el posmodernismo que llevó, entre otros, a una 
reformulación del Estado: ya no es concebido como un ente monolítico y exterior a la 
sociedad, sino como una arena pluralizada donde diversos intereses compiten entre sí 
y donde nuevos intereses – como resultado de este proceso – son formados (Waylen, 
1998; Howell, 1998). Diferentes instituciones administrativas y coactivas configuran el 
Estado y ejercen de esta manera diferentes formas de poder (Molyneux, 2000: 37). En 
estos dominios diversos, los intereses son construidos, perseguidos y desafiados a 
través de una multiplicidad de estrategias, procesos y políticas (Waylen, 1998; 
Friedman, 2000). El reconocimiento del carácter dinámico e interdependiente de la 
relación entre prácticas estatales y relaciones de género ha sido sostenido y fomentado 
por la dimensión empírica: tanto políticas y acciones estatales que resultaron 
favorables para las mujeres, como también la experiencia de feministas trabajando 
‘dentro’ del Estado demostraron la posibilidad de alterar e influir en las políticas 
(Charles, 2000; Waylen, 1998). 
El debate académico feminista se organiza, por tanto, básicamente alrededor de 
dos líneas que se distinguen en su aproximación teórica hacia el Estado: una línea 
dicotómica que percibe el Estado como un ente relativamente monolítico, por lo cual 
los posicionamientos de estas corrientes parecen ser claramente definidos. Mientras 
que la mayoría de estos enfoques se relacionan – en menor o mayor grado – con teorías 
‘clásicas’ como el marxismo o el liberalismo, una segunda línea de análisis se formó a 
partir de teorías contemporáneas, como el posestructuralismo, cuya visión del Estado 
es más pluralizada y cuyos posicionamientos, por tanto, son menos determinados y 
ocasionalmente también más ambiguos.  
 
1.1.3  Otros aportes conceptuales para entender la relación entre feminismo  
 y Estado 
Las teorías (propiamente) feministas que surgieron con la segunda ola feminista a 
partir de los años 60 y 70 no han sido las únicas en hacer aportes para una comprensión 
de la relación entre feminismo y Estado. Conceptos y nociones de las ciencias políticas 
???????????????????????????????????????? ????????
3 Traducción propia. 
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y sociales también contribuyeron significativamente e influyen en muchos debates 
feministas actuales (principalmente relacionados con la segunda línea de análisis 
identificada anteriormente).  
En particular, el proceso de democratización de los años 80 en muchas regiones 
del mundo abrió la discusión sobre las posibilidades que ofrece la naturaleza plural del 
Estado (Randall, 1998). Paralelamente a este proceso surgieron nuevas teorías sociales 
que enfocaron las relaciones alteradas entre Estado y sociedad civil, principalmente a 
través del concepto de ciudadanía, que vincula los individuos, la colectividad y el 
Estado (Molyneux, 2000; Waylen, 1998). No obstante, este concepto también es sesgado 
por género, ya que principalmente la distinción entre la esfera pública y privada – 
basada en ideales masculinos respectivamente femeninos – ha impedido un ejercicio 
pleno para las mujeres, por lo cual su trayecto de incorporación a la ciudadanía se 
distingue significativamente del trayecto de los hombres (ibíd.). La exclusión de la 
ciudadanía ha sido un punto de partida importante para los movimientos de mujeres, 
tanto en la lucha por el reconocimiento y ejercicio de los derechos políticos como 
sociales (Molyneux, 2000; Charles, 2000). 
En este debate acerca de las posibilidades que una naturaleza estatal plural ofrece 
en el contexto de la democratización, el concepto de sociedad civil ha obtenido mucha 
popularidad, pero al igual que la ciudadanía, conlleva aspectos problemáticos, sobre 
todo cuando es romantizado en una dicotomía con el Estado (Waylen, 1998: 14). 
Alvarez, Dagnino y Escobar (1998: 17) destacan que, en primer lugar, la sociedad civil 
no es “una gran familia feliz homogénea”, más bien es un espacio complejo donde 
varios intereses compiten y se enfrentan. En segundo lugar, la distribución de (acceso 
al) poder y recursos entre los actores no es equitativa (op. cit.: 18). Finalmente, es difícil 
diferenciar claramente entre el Estado y la sociedad, especialmente en el caso de los 
denominados ‘nuevos’ movimientos sociales y sus modos de operar (ibíd.).   
La condición de movimiento social de los movimientos feministas así como su 
interacción con, e influencia en el ámbito político ofrece otro punto de partida para 
teorizar la relación entre feminismo y Estado (Waylen, 1998; Alvarez et al., 1998). 
Particularmente, a través de las políticas culturales que los movimientos sociales ejercen, 
las culturas políticas dominantes se ven cuestionadas: como destacan Alvarez et al. 
(1998), más que exigir inclusión, los movimientos sociales pretenden una 
transformación de las culturas políticas dominantes, lo que incluye también re-
significaciones conceptuales (como puede ser la noción de ciudadanía).  
Las principales teorías feministas sobre el Estado fueron mayormente elaboradas 
por feministas occidentales. Para cerrar esta breve discusión sobre los diferentes 
enfoques teóricos del Estado en los debates académicos feministas, es necesario 
considerar el aporte que hicieron teóricas como Rai (1996) al incorporar perspectivas 
desde países en desarrollo, especialmente en contextos poscoloniales. La autora destaca 
tres características del Estado poscolonial que son decisivas para las estrategias de 
movimientos de mujeres: 1) muy frecuentemente los Estados mismos pretendían 
reconfigurar las estructuras sociales y económicas, debido a los legados coloniales en la 
sociedad; 2) la dependencia de las cualidades individuales de la autoridad ejecutiva – y 
no por la capacidad del Estado – en la implementación e imposición de directivas, y 3) 
el nivel de corrupción que dificulta o impide trabajar dentro del Estado, por lo cual la 
única opción de las mujeres para ganar visibilidad es desde la sociedad civil; sin 
embargo, ésta, muchas veces, tampoco es un ‘puerto seguro’ para ellas, sino también 
un campo opresivo, restrictivo y profundamente machista (Rai, 1996). 
En resumen, el debate académico feminista ha generado una multiplicidad de 
aproximaciones teóricas hacia el Estado. Ello refleja la diversidad de la composición de 
la acción feminista así como su nutrición y ampliación teórica desde los debates de 
 ?
 H.L. Schütz | s1128116       
|16| 
diversas otras disciplinas académicas. Además, la manera plural de cómo el Estado ha 
sido conceptualizado evidencia el carácter dinámico y a veces ambiguo – o hasta 
contradictorio – de la relación entre el Estado y el feminismo (tanto como teoría como 
también práctica).  
 
1.2 El movimiento feminista y la incidencia política  
A pesar de los distintos posicionamientos teóricos e ideológicos hacia el Estado que el 
debate académico feminista abarca, en las aproximaciones prácticas estas posiciones 
siempre incluyen – de alguna manera u otra y aunque sea a un nivel mínimo – 
demandas que exigen una acción estatal. Claramente, estas demandas son 
condicionadas por las necesidades y circunstancias específicas del contexto en que 
surgen; sin embargo, no solo las demandas en sí, sino también las estrategias de cómo 
son presentadas son adaptadas a, respectivamente determinadas o limitadas por el 
contexto (socio)político en que los grupos de mujeres operan. Pese a la especificidad 
que caracterizan los contenidos y modos de incidencia de los activistas feministas, la 
‘historicidad’ y el despliegue extenso de estructuras sociales patriarcales han generado 
de cierta forma un conjunto básico de demandas4, de modo que también el nivel 
operativo es constituido por algunas características compartidas.  
 
1.2.1  Los modos de operar de los movimientos feministas  
A pesar de – o tal vez debido a – la relación compleja y ambivalente entre el feminismo 
y el Estado, los actores feministas siempre han intentado influir en el proceso de 
formulación de políticas para la realización de sus demandas. En consecuencia, “las 
mujeres podían estar «en contra del Estado», pero [aún así] hacían demandas sobre él” 
(Randall 1998: 187).  
A nivel práctico, parece evidenciarse además la distinción entre movimientos de 
mujeres y movimientos propiamente feministas, ya que – en términos generales – las 
acciones de los movimientos de mujeres pueden ser diferenciadas, por un lado, en 
acciones oposicionales que aspiran a alterar la situación actual, y, por otro lado, en 
acciones que tienen como objetivo la conservación del status quo (Waylen, 1996). Los 
movimientos de mujeres, por ende, no necesariamente tienen un propósito oposicional 
o subversivo. Molyneux (1985, citado por Waylen, 1996: 19-20) propone una distinción 
parecida, diferenciando, por un lado, entre intereses de género prácticos, que surgen 
debido a una necesidad económica o social urgente pero que no forzosamente desafían 
las relaciones de género, y, por otro lado, intereses de género estratégicos (feministas), 
que proceden de una insatisfacción sobre la situación subordinada de la mujer. Waylen 
(1996: 21) indica, sin embargo, que los intereses y las prácticas muchas veces confluyen 
y se solapan.   
Además, las posibilidades para formular y articular las demandas están 
condicionadas por el Estado, ya que no solamente es reactivo sino también decisivo en 
la opresión, legitimación o reformulación de las reivindicaciones (Rhode, 1994: 1189). 
El concepto de estructura de oportunidades políticas, que surgió en los años 70 desde 
???????????????????????????????????????? ????????
4 De acuerdo a Rhode (1994), esta agenda común básica abarca demandas respecto a la seguridad física (en 
particular con respecto a la violencia sexual), la equidad ocupacional y educativa, el establecimiento y 
reforzamiento de políticas familiares y de bienestar, la exigencia de derechos reproductivos y demandas 
por representación política.  
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las teorías de los movimientos sociales, ha servido como punto de partida para analizar 
los modos de operar de los movimientos de mujeres. Básicamente, el concepto se 
refiere a las posibilidades que existen para los movimientos sociales de provocar un 
cambio o una reconfiguración social debido a la constelación de las instituciones 
políticas y las élites (Randall, 1998: 193-194). El concepto, por tanto, comprende el 
grado de apertura de un sistema político institucionalizado, la capacidad represiva del 
Estado así como la estabilidad y constelación de la élite y sus aliados (ibíd.). 
La propuesta de Htun y Weldon (2010), que se basa en un análisis de las políticas 
de género, también enfatiza la importancia de factores externos a los movimientos 
sociales en determinar las posibilidades operativas y estratégicas de los actores, pero 
en términos más amplios del contexto general. Éste incluye la capacidad del Estado de 
intervenir en los diferentes niveles de la sociedad para impulsar transformaciones 
esenciales, los legados institucionales que son conformados por los conflictos políticos 
y sociales, el nivel de democratización que ofrece menor o mayor influencia a 
organizaciones autónomas, y la susceptibilidad gubernamental a la presión externa de 
corresponder a nuevas demandas y normas establecidas por acuerdos internacionales 
y redes globales de promoción (ibíd.).  
Las estrategias adoptadas por los movimientos sociales varían, por lo tanto, 
según el sistema político de cada país, sus procesos de formulación de políticas y su 
contexto general. El uso del cabildeo y la creación de redes de políticas es más probable 
en sistemas políticos abiertos donde el Estado y los partidos políticos son débiles; 
además, cuando existe una falta de personal capacitado, a menudo se recurre a 
organizaciones externas para proveer el conocimiento necesario (Charles, 2000: 67-68). 
Una estrategia alternativa es la organización y formación de servicios autónomos, que 
mediante la identificación y visibilización de la problemática consiguen poner presión 
política: por establecer, por ejemplo, centros de refugios privados, estas organizaciones 
apuntan, por su mera presencia, a la necesidad de estos servicios, lo que en ciertos 
casos contribuye a provocar una repuesta estatal (ibíd.).  
Tanto a nivel estratégico como organizacional, los movimientos de mujeres se 
han articulado de diferentes formas. Molyneux (1998) distingue tres tipos (ideales) de 
estructuras organizacionales de los movimientos de mujeres: primero los movimientos 
independientes que se organizan de forma autónoma y no jerárquica; en contraste a 
esta forma organizacional existen organizaciones de mujeres que se movilizan en 
acciones colectivas directas, siguiendo la iniciativa u orden de una autoridad superior 
(por ejemplo de partidos políticos). Un tercer tipo constituyen organizaciones de 
vinculaciones asociativas con organizaciones políticas, pero manteniendo (o 
pretendiendo mantener) su propia agenda y autonomía institucional.   
La cuestión de la autonomía siempre ha sido central en los debates feministas y 
los debates sobre movimientos sociales en general y ha provocado mucha polémica 
respecto a la representatividad de los actores. La condición autónoma y la ausencia de 
jerarquía en formas organizacionales no aseguran, por un lado, que los intereses 
expresados y fines perseguidos sean realmente más ‘auténticamente’ femeninos o 
feministas (Molyneux, 1998: 230). Por otro lado, la autonomía de las organizaciones de 
mujeres en generar una respuesta política del gobierno es fundamental, como 
demuestra Weldon (2002): la formulación y priorización de demandas específica y 
exclusivamente de mujeres solo puede ser garantizada cuando los actores se 
encuentran en una posición autónoma, ya que de esta forma no existe ni la necesidad 
ni el peligro de tener que subordinar estas demandas a otros objetivos o prioridades 
(por ejemplo, de una organización paraguas).  
Aunque una condición autónoma es propicia y a veces hasta precisa para la 
formulación de las demandas, al momento de traducirlas a operaciones concretas, el 
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mantenimiento de esta autonomía se ve muchas veces obstaculizado, además de ser 
difícilmente medible. 
 
1.2.2 El uso de políticas discursivas 
Una noción importante al considerar el impacto de los movimientos sociales es su 
interacción e interconexión con una multiplicidad de actores y espacios a través de 
vínculos (inter-)institucionales, intersectoriales, intertemáticos, políticos, culturales, 
individuales, e incluso estatales (Alvarez et al., 1998: 15). En su conjunto constituyen 
una ‘red de movimiento’ a través de cuyos canales los discursos, demandas y prácticas 
del movimiento social pueden llegar a influir en los campos culturales, políticos e 
institucionales, donde pueden ser apropiadas, re-configuradas o adoptadas parcial o 
completamente (op. cit.: 16). Sin embargo, este flujo no es unidireccional, ya que existe 
una interacción de constante influencia dentro y desde fuera de la red que transforma 
los discursos y prácticas (ibíd.). 
A través de una reinterpretación de ciertos eventos y su difusión mediante la 
discusión pública, los movimientos sociales pueden influir en las políticas públicas 
(Weldon, 2002). Estas luchas sobre significados constituyen, como Katzenstein (1995, 
citado por Weldon, 2002: 69) las denomina, políticas discursivas. Estas intervenciones 
abarcan diferentes mecanismos: primero pueden desarrollarse en las prácticas 
cotidianas individuales – prácticas que pretenden desafiar actitudes y discursos a nivel 
individual, hasta permear también el nivel social (ibíd.). Una segunda estrategia es 
acceder a la discusión pública mediante producciones culturales, mientras que un 
tercer tipo de intervención se efectúa en actividades colectivas concretas, como 
protestas o la formación de redes para el intercambio informativo (ibíd.). 
¿Por qué el objetivo de reinterpretación es tan fundamental? Para incidir en las 
políticas públicas, un asunto tiene que ser percíido primero como un problema de 
relevancia política. Como enfatizan Araujo, Guzmán y Mauro (2000: 145):  
“los problemas públicos no existen por sí mismos como mera objetividad, sino que 
son construidos por actores que intervienen en distintos escenarios, en los cuales 
intercambian y confrontan discursos que se sustentan en marcos interpretativos 
variados.” 
La introducción del tema de la violencia contra la mujer en la agenda pública durante 
los últimos veinticinco años es un buen ejemplo de un hecho antiguo con una 
conceptualización social reciente (De Miguel Álvarez, 2003: 139). Para llegar a la 
formulación de políticas que combaten este tipo de violencia fue necesario convencer a 
los otros actores (no feministas) de que “la violencia sexual es un problema real, una 
condición social inaceptable y un problema público que necesita ser abordado por una 
acción gubernamental” (Mazur, 2002: 1575). Fue esencial, por ende, una politización de 
la esfera privada, ejemplificada por el famoso lema de la segunda ola feminista: “lo 
personal es político” (De Miguel Álvarez, 2007).  
Durante las últimas décadas, el movimiento de mujeres ha trabajado hacia la 
redefinición de la violencia contra la mujer como un producto de las estructuras 
sociales desiguales entre los géneros, manifestadas en la dominación y subordinación 
de la mujer (Sagot, 2008). La visibilización de la problemática y el reconocimiento de su 
gran magnitud resultó en una re-conceptualización exitosa, que influenció la agenda 
pública nacional como internacional. Es así que el Artículo 1 de la Declaración sobre la 
???????????????????????????????????????? ????????
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eliminación de la violencia contra la mujer (1993) de la ONU explicita que la violencia 
hacia la mujer puede producirse tanto “en la vida pública como en la vida privada”6. 
Tanto la incidencia política como la incidencia social y cultural conforman, por 
tanto, los ejes centrales de las acciones de los movimientos feministas y de mujeres. Sin 
embargo, las vías y formas de incidir varían considerablemente, dependiendo de los 
propósitos, posicionamientos y estructuras organizacionales de los actores. Al mismo 
tiempo, las articulaciones están sujetas a factores externos, que pueden fomentar o 
suprimir ciertas vías de expresión e incidencia. Por lo tanto, el sistema político y el 
contexto general constituyen variables decisivas para la articulación de los 
movimientos de mujeres, ya que establecen el marco dentro del cual las demandas 
pueden y/o deben ser presentadas. No obstante, este marco no es de ninguna manera 
inalterable o impermeable, como el ejemplo de la creación de un nuevo marco 
referencial con respecto a la violencia contra la mujer evidencia.  
 
1.3  La respuesta estatal: las políticas de género  
Como consecuencia de este trabajo de incidencia por parte de los actores de la segunda 
ola feminista a partir de los años 60 en los países occidentales y su expansión 
subsiguiente en otras regiones del mundo – principalmente acompañando el proceso 
de la transición democrática –, varias demandas de estos movimientos comenzaron a 
aparecer en las agendas nacionales (Howell, 1998). Esto, a su vez, fomentó el 
reconocimiento del papel decisivo que el Estado puede tener en la promoción de los 
intereses de las mujeres. En este contexto aparecen también los primeros análisis sobre 
el ‘potencial feminista’ del Estado, conceptualizado por el término de feminismo estatal 
y enfocado principalmente en los mecanismos establecidos que condicionan 
alteraciones en las relaciones desiguales de género. El diseño de estos mecanismos así 
como su grado de alcance y eficacia constituyen, por tanto, aspectos cruciales, no solo 
para su análisis, sino también porque tiene implicaciones para los actores no estatales 
de la acción feminista.  
?
1.3.1  El arsenal de políticas de género 
No existe una sola ‘política de género’, sino una multiplicidad de estrategias y medidas 
que corresponden a diferentes categorías de políticas para poder responder también a 
diferentes tipos de demandas y necesidades. Basándose en una clasificación de 
Charlton et al. (1989), Waylen (1998: 9-11) identifica tres tipos de políticas estatales en el 
área de género: por un lado existen políticas enfocadas específicamente en mujeres, 
generalmente en el área de reproducción y legislación protectora. Por otro lado existen 
políticas que regulan e institucionalizan las relaciones de género, por ejemplo políticas 
familiares o sexuales. Finalmente se generan políticas más generales, es decir sin enfoque 
específico de género, pero cuyos efectos no son iguales para hombres y mujeres. Craske 
(1998) ejemplifica esto en el caso de las políticas neoliberales, que – a pesar de su 
supuesto carácter neutral con respecto al género – tuvieron un impacto mucho más 
???????????????????????????????????????? ????????
6 El artículo completo define la violencia contra la mujer como “todo acto de violencia basado en la 
pertenencia al sexo femenino que tenga o pueda tener como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual 
o sicológico para la mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la 
libertad, tanto si se producen en la vida pública como en la vida privada.” Naciones Unidas: “Declaración 
sobre la eliminación de la violencia contra la mujer”, URL: http://www.un.org/es/comun/ 
docs/?symbol=A/RES/48/104 (consultado el 11 de marzo de 2016). 
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negativo en las mujeres que en el sexo opuesto. Por ende, las políticas de género no 
solo tienen un impacto en la posición y la situación de las mujeres, sino también en la 
prosperidad y el carácter democrático de la sociedad en general (Htun y Weldon, 2010: 
207).  
Sin embargo, al considerar políticas enfocadas en la igualdad de género, se 
evidencia que esta tipificación debería ser considerada mejor como un conjunto de 
medidas o mecanismos, ya que para promover la igualdad de género es necesario 
recurrir tanto a políticas enfocadas en mujeres como también a políticas regulizadoras 
de las relaciones entre los sexos. Una propuesta alternativa para la clasificación de 
políticas de género presentan Htun y Weldon (2010): ellas parten de un eje de issue 
distinctiveness, según el cual los diferentes temas respectivamente demandas se 
distinguen por los actores y conflictos que implican (op. cit.: 208). Su propuesta propone 
una categorización cuádruple (véase Tabla 1): una primera distinción se realiza entre 
políticas con enfoque en el estatus de género y políticas basadas en clase. Las políticas que 
enfocan el estatus de género se dirigen a las inequidades – establecidas y mantenidas 
institucionalmente debido a valores culturales – que afectan a las mujeres por su 
condición de ser mujeres. Sin embargo, existen también inequidades entre las mujeres 
(principalmente por su acceso a recursos económicos), a las cuales se dedican las 
políticas basadas en clase (op. cit.: 209-210).  
Una segunda clasificación distingue entre políticas doctrinales y no doctrinales. Las 
políticas doctrinales se refieren a aquellas que van en contra de normas y paradigmas 
establecidas por autoridades no estatales, como instituciones religiosas o tribales y que 
mayormente están relacionadas a derechos reproductivos, sexuales o familiares. En el 
caso de políticas no doctrinales, estas normas o codificaciones no se ven afectadas 
(directamente) (op. cit.: 210). La definición de asuntos doctrinales y no doctrinales, sin 
embargo, no es universal, ya que es determinada por el contexto cultural y nacional. 
Esta distinción explica, por lo tanto, las aparentes contradicciones en la adopción  
de ciertas políticas progresivas, cuando al mismo tiempo se registra un rechazo en 
otros campos de políticas de género (ibíd.). 
 
 
 Tabla 1: Tipología de políticas para la promoción de igualdad de género 
?
 ¿Desafían estas políticas doctrinas religiosas o 
tradiciones culturales codificadas? 
Sí 
Políticas “doctrinales” 
No 
Políticas “no doctrinales” 
¿Empoderan estas 
políticas a las 
mujeres como un 
grupo de estatus o 
se dirigen a las 
inequidades de 
clase? 
Políticas enfocadas 
en el estatus de 
género 
Legalización del aborto  
Legalización de   
    anticoncepción 
Derecho de familia 
Cuotas de género en la  
     política  
Violencia contra la mujer 
Igualdad constitucional 
Políticas basadas 
en clase 
Financiamiento de aborto 
Financiamiento de  
    anticonceptivos 
Permiso parental 
Fondos federales para el 
     cuidado infantil 
Igualdad en el empleo 
 Fuente: Htun y Weldon, 2010: 209 
 
?
Las políticas de género también pueden ser analizadas según el grado de inclusión de 
tanto demandas como actores feministas en el proceso de formación de políticas. Al 
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resumir los resultados de un estudio transnacional extenso (RNGS Project7) del 
impacto de movimientos de mujeres sobre las políticas públicas, Lovenduski (2008) 
presenta una clasificación – basada en una propuesta de Gamson (1975) – de las 
respuestas estatales a las presiones de los movimientos de mujeres. De esta manera, 
una respuesta dual es la incorporación de activistas en los procesos junto con un 
cambio de políticas de acuerdo a las demandas feministas, mientras que respuestas 
preventivas también resultan en las políticas deseadas, pero sin la inclusión de las 
activistas (Lovenduski, 2008: 177). En el caso de cooptación, el Estado integra a los 
actores feministas en el proceso, pero sin generar las políticas satisfactorias, y no hay 
ninguna respuesta cuando ni la incorporación de las activistas, ni la generación de 
políticas deseadas ocurre (ibíd.)  
 
1.3.2 El feminismo estatal 
La diversidad de las demandas y estrategias desde los movimientos feministas y de 
mujeres se ve respondida por, y enfrentada a una similar variedad de medidas y 
políticas desde el Estado. El concepto de feminismo estatal ofrece la posibilidad de 
justamente estudiar las acciones ‘feministas’ desde el interior del Estado (Waylen, 1998: 
15). Proviniendo de la literatura académica escandinava de los años 80, y ampliado en 
el contexto australiano por el surgimiento de femócratas (feministas trabajando dentro 
del Estado), el concepto fue consolidado cada vez más desde mitades de la década de 
1990 con la proliferación de establecimientos de organismos nacionales para la mujer 
en el marco de los procesos de las Naciones Unidas alrededor de la cuestión de la 
mujer (Mazur y McBride, 2008).  
No obstante, también aquí no existe un consenso general definicional8; como 
indica Lovenduski (2005: 4), el término ha sido usado de diversas maneras – influidas 
por los contextos específicos – de modo que en algunos casos se refiere a un feminismo 
institucionalizado en las entes estatales, otras veces al potencial estatal de promover la 
agenda feminista, y otras veces a la incorporación de activistas feministas y sus 
actividades en los órganos burocráticos y estatales. En el presente trabajo me basaré en 
la definición de Mazur y McBride (2008: 255), para quienes el término de feminismo 
estatal se refiere a actividades estatales desde organismos específicamente creados para 
promover el estatus de la mujer y alterar las relaciones de género desiguales, tanto en 
el ámbito político como social, a través de la integración de demandas y actores 
feministas.  
Estudiar el feminismo estatal implica centrarse justamente en la interacción entre 
el ámbito estatal y el civil, ya que el enfoque de estudio se sitúa en el intercambio y la 
interrelación entre estos mecanismos institucionales para la mujer (MIM 9 ) y el 
movimiento de mujeres (Mazur y McBride, 2008). Estos mecanismos se refieren a 
organismos estatales – pueden ser a nivel local, regional o nacional – que tienen el 
???????????????????????????????????????? ????????
7 Para mayor información acerca del RNGS (Research Network on Gender Politics and the State) Project 
(1995-2011) véase: Washington State University, School of Politics, Philosophy, and Public Affairs: 
“Research Network on Gender Politics and the State”, URL: https://pppa.wsu.edu/research-network-on-
gender-politics-and-the-state/ (consultado el 11 de marzo de 2016).  
8 Más aún, Mazur y McBride (2008: 266) constatan un “silencio” general sobre el concepto de feminismo 
estatal en la literatura académica; la falta de una definición concreta y universal es parcialmente una 
explicación, pero las autoras lo ubican principalmente en el uso del término ‘feminismo’, que en muchos 
contextos no-occidentales es cuestionado por un supuesto etnocentrismo, por lo cual términos como 
equidad de género o promoción de la mujer son preferidos.  
9 De aquí en adelante usaré la abreviación MIM para referirme a los Mecanismos Institucionales para la 
Mujer, término usado por Matos y Paradis (2013), que se basa en la terminología de Mazur y McBride 
(2008) para hablar de “women’s policy machinery” respectivamente “women’s policy agency”. 
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objetivo específico de promover la equidad de género y el estatus de la mujer (op. cit.: 
257). De esta manera crean la posibilidad de integrar a actores y demandas de los 
movimientos de mujeres en los procesos de formulación e implementación de políticas 
(Lovenduski, 2005: 4). Por ampliar además el acceso al poder y a puestos de toma de 
decisiones de personas que se identifican con una posición feminista, el ‘potencial 
feminista’ del Estado se ve incrementado igualmente; sin embargo, la simple existencia 
de estos organismos no es suficiente para garantizar ni una orientación realmente 
feminista de estas instituciones, ni un impacto verdadero en las políticas estatales en 
general.  
 
1.3.3 Factores y condiciones necesarios para un cambio de la política  
Principalmente en contextos democráticos, las actividades de los movimientos sociales 
generan una respuesta oficial – no obstante, estas intervenciones estatales pueden 
limitarse a acciones más bien simbólicas o paliativas, en contraste con los objetivos del 
movimiento feminista de obtener un cambio verdadero (McBride Stetson y Mazur, 
1995). La posibilidad de efectivamente llegar a un feminismo estatal toca, según Mazur 
y McBride, una de las cuestiones más fundamentales de los estudios de política: “la 
capacidad democrática del Estado de incluir grupos insuficientemente representados 
en asuntos de Gobierno” (2008: 24510). ¿Cuáles son, entonces, las condiciones necesarias 
para un feminismo estatal exitoso?  
Ni la mera existencia de un MIM, ni el aumento de representación política son 
condiciones suficientes para avanzar hacia un feminismo estatal. Aunque se ha 
demostrado que la representación femenina ha fomentado la adopción de legislaciones 
en asuntos de género, esto, sin embargo, no garantiza el seguimiento de una agenda 
feminista, ya que “poner a las mujeres en el poder no es lo mismo que empoderar a las 
mujeres” (Rhode, 1994: 120711), considerando que estas mujeres no necesariamente 
ejercen (o no pueden ejercer) políticas que corresponden adecuadamente a las 
reivindicaciones feministas. Actores claramente aliados al movimiento de mujeres y sus 
demandas tienen que estar incluidos en estos organismos, para poder institucionalizar 
una agenda feminista y generar respuestas políticas integrales (Mazur y McBride, 2008; 
Rhode, 1994; Weldon, 2002). 
La asignación de competencias a los MIM es fundamental, ya que tienen que contar 
con el poder de coordinar intersectorialmente las políticas dentro de la burocracia 
estatal (Friedman, 2000; Weldon, 2002). Además, una posición alta cerca de la 
administración central del Estado – en vez de una posición secundaria ministerial – 
aumenta la probabilidad de ser efectivo (ibíd.). Cuando las políticas dirigidas a la 
promoción de la mujer no llegan a ser consideradas como políticas de Estado, su 
sostenibilidad política y financiera es dudosa a largo plazo (Sagot, 2008: 45).  
Los aliados de las demandas y de los movimientos feministas dentro de los 
organismos son importantes, pero no suficientes – estos organismos tienen que 
interactuar con movimientos de mujeres autónomos y fuertes (Weldon, 2002). Esta 
interacción fortalece a ambos recíprocamente, ya que dichos movimientos “comunican 
las perspectivas sociales de grupos marginados, transforman prácticas sociales y 
cambian la opinión pública” (Weldon y Htun, 2013: 24512) lo que, por un lado, asegura 
la inclusión de las demandas en el ámbito político y, por otro lado, apoya los esfuerzos 
de los MIM. Según un estudio comparativo de Okeke-Ihejirika y Franceschet (2002), la 
???????????????????????????????????????? ????????
10 Traducción propia.  
11 Traducción propia.  
12 Traducción propia. 
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fuerza del movimiento y su capacidad de presentar sus demandas dentro del sistema 
político, la accesibilidad para activistas feministas a las arenas de influencia y poder 
político, así como la posibilidad de formular las demandas dentro de marcos 
discursivos favorables ya existentes son factores determinantes para el grado de 
interacción y, por ende, el éxito (o no) de alcanzar un feminismo estatal.  
El cambio de políticas es indudablemente un paso crucial; sin embargo, existe 
una diferencia importante entre establecer legislaciones favorables y/o feministas y 
asignarles recursos suficientes para una implementación efectiva. Una incidencia política 
simultánea tanto al interior como al exterior del Estado muchas veces es esencial para 
alcanzar dicho objetivo (Charles, 2000; Friedman, 2000). Especialmente las políticas 
sociales progresistas que desafían el orden social y normativo establecido para 
promover la posición y situación de un grupo tradicionalmente desfavorecido (como 
en el caso del combate a la violencia contra la mujer), la existencia de un movimiento 
social autónomo es crucial para la adopción y, particularmente, para la continuación de 
dichas políticas (Htun y Weldon, 2012: 549). 
La creación de organismos nacionales generó un “interesante ejercicio de 
articulación de esfuerzos y generación de estrategias de cogestión entre Estado y 
sociedad civil” (Sagot, 2008: 42), debido a la frecuente organización conjunta de 
actividades o proyectos. Sin embargo, esto facilita también la cooptación, por un lado, 
y la marginación, por otro (Charles, 2000). En el caso de iniciativas estatales propias, 
muchas veces hubo un proceso de redefinición y despolitización del tema en cuestión, 
especialmente en un contexto en el que actores feministas estaban ausentes (ibíd.). Las 
demandas feministas, a menudo,  
“se «reciclan» en el Estado y en las instituciones, y le son [devueltas] a la sociedad 
bajo la forma de leyes, políticas o programas socialmente aceptables y no 
amenazantes para el orden establecido” (Sagot, 2008: 46). 
El involucramiento estatal, por lo tanto, es ambiguo: indudablemente, el Estado es un 
proveedor fundamental de recursos económicos, materiales y humanos necesarios para 
iniciativas eficientes, además de que su participación es crucial para el reconocimiento 
de ciertas problemáticas como asuntos públicos. Sin embargo, también puede socavar – 
intencionalmente o no – el potencial y objetivo transformativo de las acciones 
feministas y mantener de esta manera el status quo (Charles, 2000; Sagot, 2008; Htun y 
Weldon, 2012). La institucionalización gradual de las demandas feministas en 
organismos internacionales y nacionales – a través del establecimiento de MIM y 
convenciones internacionales – redujeron la cantidad de recursos necesarios para los 
movimientos de mujeres y su papel en la incidencia política, ya que las instituciones 
estatales ahora cuentan con mecanismos ‘autosustentados’ en su interior (Htun y 
Weldon, 2012). No obstante – o tal vez justo debido a ello – esta creciente 
independización de los esfuerzos gubernamentales, los movimientos autónomos 
siguen siendo esenciales para asegurar la continuación (efectiva y adecuada) del 
proceso (ibíd.).  
 
 
 
 
La relación entre las activistas feministas y el Estado siempre ha sido conflictiva y 
ambivalente, ya que el Estado es creador y reproductor de las estructuras de género 
opresivas para las mujeres, mientras que también puede aliarse con la acción feminista 
y hasta desempeñar un papel protagónico en la promoción de la igualdad de género. 
Desde condiciones y posiciones diferentes y a través de estrategias diversas – que 
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abarcan el cabildeo y la creación de redes políticas, actividades autónomas y el ejercicio 
de políticas discursivas – los movimientos feministas y de mujeres han pretendido 
incidir en la opinión pública y en las políticas estatales, para facilitar el reconocimiento 
y la adopción de políticas dirigidas a sus reivindicaciones y necesidades.  
Las respuestas estatales a estos esfuerzos varían considerablemente, tanto en la 
formulación y el uso de las políticas, como en la inclusión respectivamente exclusión 
de actores feministas no estatales. Aunque el establecimiento de mecanismos 
institucionales para la mujer (MIM) en los diferentes niveles gubernamentales ha 
generado una institucionalización paulatina de la agenda feminista, la interacción de 
estos organismos con dichos actores es decisiva para su efectividad y potencial 
realmente transformador de las relaciones de género, ya que de este modo se reduce el 
riesgo de debilitar, neutralizar o hasta subvertir las demandas originales.  
Indudablemente, la inserción del Estado afecta directamente la definición de los 
actores (es decir, quiénes están involucrados) pero también sus posicionamientos 
(generalmente polarizados entre posiciones oposicionales y cooperativas) y, 
consecuentemente, la disponibilidad de estrategias no solo para incidir (desde el 
interior o exterior de la estructura estatal e institucional) sino también para abordar 
(autónoma o conjuntamente) las problemáticas. El siguiente capítulo, al explorar el 
contexto sociopolítico de Bolivia en el cual se realizan las intervenciones estatales en el 
área de género, pretende identificar las variables claves que determinan la articulación 
de las demandas feministas, como lo es el combate a la violencia contra la mujer.  
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CAPÍTULO 2 
 
La articulación de las  
demandas feministas en Bolivia 
La incorporación de ciertas demandas presentadas por los movimientos feministas y 
de mujeres en las políticas públicas de Bolivia se ha dado principalmente bajo dos 
gobiernos  – y dos contextos – muy diferentes: mientras que los primeros pasos hacia 
una inclusión de asuntos de género – mayormente sintonizados con la agenda de 
género internacional – fueron dados durante el gobierno neoliberal de Gonzalo 
Sánchez de Lozada (1993-1997), el gobierno posneoliberal de Evo Morales (2006-) se 
mostró en varias áreas políticas explícitamente comprometido con la promoción de la 
mujer, ligando este compromiso, a su vez, a su proyecto (ideológico-)político que – en 
cambio a la orientación internacional del periodo neoliberal – se destaca por sus 
reivindicaciones nacionales e indígenas además de sus vínculos directos y 
constituyentes con los principales movimientos sociales.  
 Estos cambios no solamente alteraron el marco sociopolítico dentro del cual las 
demandas pueden y deben ser formuladas y concretizadas, sino que también 
generaron modificaciones en la definición de los actores respectivos. Especialmente 
para las Organizaciones No Gubernamentales (ONG) 13 , frecuentemente las 
colaboradoras preferidas de los gobiernos neoliberales en la ejecución de políticas 
sociales, el nuevo panorama debilitó su legitimidad y representatividad. Sin embargo, 
principalmente dos procesos dentro de la acción feminista (regional y hasta global) 
antecedían respectivamente acompañaban este cambio: por un lado, la precedente 
ONGización de la acción feminista había creado una polarización del campo de los 
actores entre fuerzas más autónomas y más institucionalizadas, por otro lado, se 
registraba un proceso tanto paralelo como resultante de transversalización de la 
perspectiva de género en diversos niveles políticos, institucionales y sectoriales.  
 Los dos procesos generaron una pluralización significante del campo de la acción  
feminista lo que plantea nuevos retos para la articulación de sus esfuerzos debido al 
ingreso de actores, discursos y marcos operativos alternativos. Los posicionamientos 
tienen que ser repensados y redefinidos y las estrategias ajustadas y alineadas con el 
panorama actual, no solo entre los actores feministas de la sociedad civil sino también 
a nivel estatal en la adopción de políticas respectivas.  
 
2.1  Condiciones alteradas: de un Estado neoliberal a un Estado 
‘posneoliberal’  
Desde la elección de Evo Morales en 2005, Bolivia presenció un cambio notable de su 
modelo neoliberal, impulsado por un proyecto estatal que anhela una “revolución 
???????????????????????????????????????? ????????
13 El término ONG puede ser aplicado a una variedad de organizaciones, además que ha generado cierta reticencia. 
En este trabajo, su uso se refiere a la condición mínima de estas organizaciones, la cual es no pertenecer al gobierno. 
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democrática y cultural”; esta transformación, aunque predominantemente discursiva, 
implicó modificaciones que tendrán consecuencias a largo plazo, como las reformas 
institucionales y cambios constitucionales. La composición particular del sistema 
político actual conlleva también condiciones alteradas para la operación de los 
movimientos sociales y su posicionamiento hacia el Estado. La siguiente sección 
estudiará estas transformaciones más detalladamente, para identificar la manera en 
que el contexto sociopolítico actual define el involucramiento y la posición de los 
diferentes actores.  
 
2.1.1 Un paradigma se modifica  
La reestructuración económica bajo el paradigma neoliberal 14  – basándose 
principalmente sobre los pilares de la liberalización y desregulación del mercado, la 
promoción del sector privado así como la reducción del Estado – se expandió 
paulatinamente en Latinoamérica como respuesta a la crisis de endeudamiento que 
había arrastrado a los países desde 1982 (Macdonald y Ruckert, 2009). Debido a esta 
profunda crisis económica, el Estado boliviano implementó a partir de 1985 la así 
llamada Nueva Política Económica (NPE), la cual se enfocó en una primera etapa 
(1985-1993) en la estabilización macroeconómica, seguida por una etapa de reformas 
estructurales (1993-1999) (Wanderley, 2009).  
 La NPE fue acompañada por programas sociales focalizados, financiados 
principalmente por una ayuda internacional masiva (Arellano-López y Petras, 1994). 
La iniciativa más importante fue el Fondo Solidario de Emergencia, creado por el 
Estado para amortiguar las consecuencias más graves de las políticas económicas (ibíd.). 
La gran mayoría de estos proyectos fue ejecutada por ONG, que entretanto se habían 
establecido como los colaboradores preferidos de la ayuda internacional así como de 
los gobiernos mismos (ibíd.). Estos cambios tuvieron un impacto importante en las 
organizaciones de base, que anteriormente habían sido “el principal vehículo de 
expresión política de estos grupos [de trabajadores, campesinos, pueblos originarios, y 
otros] ante los gobiernos nacionales” (op. cit.: 56715), ya que sufrieron una expulsión de 
la arena política.  
 La NPE afectó también el nivel administrativo-institucional, particularmente en 
el marco del Plan de Todos de Sánchez de Lozada (1993-1997) que profundizó y amplió 
la NPE. Casi simultáneamente con la Ley de Capitalización (Ley N° 154416) – que abrió 
la puerta a la inversión privada y extranjera – en 1994 fue introducida la Ley de 
Participación Popular (Ley N° 1551) que implicó una transferencia de responsabilidad 
y participación política al nivel municipal (Kohl, 2002). No obstante, estos procesos 
significaron también una modificación (y fragmentación) de la articulación nacional de 
oposición que ahora se transfirió al nivel local (ibíd.).  
 Estas reformas en los ámbitos económicos, institucionales y políticos permitían 
una incipiente inclusión participativa de nuevos actores sociales y remodelaron los 
relacionamientos entre la sociedad y el Estado (Zabala Canedo, 2012). No obstante, 
???????????????????????????????????????? ????????
14  Las definiciones exactas de neoliberalismo varían y pueden comprender las medidas político-
económicas (como las medidas del así llamado Consenso de Washington) o toda una teoría de política 
económica; al referirme a este término concuerdo básicamente con Macdonald y Ruckert (2009: 4) quienes 
destacan “las profundas transformaciones estructurales y sociales” que dichas políticas implican, por lo 
cual el concepto no puede ser reducido meramente al conjunto de ciertas medidas económicas.   
15 Traducción propia. 
16 Todas las normativas mencionadas en este trabajo pueden ser consultadas bajo el siguiente enlace:      
Gaceta Oficial del Estado Plurinacional de Bolivia: “Buscador de normativas”, URL: 
http://www.gacetaoficialdebolivia.gob.bo (consultado el 31 de mayo 2016). 
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sobre los antecedentes de un deterioro profundo de la clase política y una 
fragmentación social cada vez más profunda, las demandas por derechos 
participativos, colectivos y culturales se renovaron y reforzaron al principio del siglo 
XXI (ibíd.). Las promesas de los partidarios neoliberales no se habían cumplido, ni en 
términos de crecimiento económico, ni en reducción de pobreza o desigualdad social 
(Weyland, 2010). Las privatizaciones y desregularizaciones del mercado provocaron el 
surgimiento de diversos movimientos sociales entre los cuales los movimientos 
indígenas protagonizaron cada vez más (Macdonald y Ruckert, 2009: 6).  
 Simultáneamente, con la elección de Chávez en 1998 en Venezuela, se había 
iniciado un proceso de cambio en el panorama político latinoamericano: sucesivamente, 
gobiernos de la izquierda llegaron al poder17, todos con un compromiso explícito de 
promover la equidad socio-económica y la participación e inclusión popular 
(Macdonald y Ruckert, 2009; Weyland, 2010; Cameron, 2009). Sin embargo, Macdonald 
y Ruckert destacan la pluralidad de políticas, discursos y estrategias adoptadas por 
estos nuevos gobiernos izquierdistas (denominados comúnmente posneoliberales), que, 
por ende, “no han presentado una alternativa coherente al neoliberalismo” (2009: 618) 19.  
 Además, las políticas posneoliberales, en vez de representar una ruptura 
(completa) con el modelo neoliberal, pretenden más bien compensar las falencias y 
limitaciones de aquel – por lo cual consistirían en una “discontinuidad dentro de la 
continuidad de políticas” (op. cit.: 720). De este modo se observa un mantenimiento de las 
políticas macroeconómicas, mientras que el Estado asume (explícitamente) un papel 
protagonista en la economía – muchas veces abarcando proyectos de nacionalización del 
sector energético y/o minero – y las políticas sociales (Macdonald y Ruckert, 2009; 
Grugel y Riggirozzi, 2012). Como indica Cameron, estos gobiernos de la izquierda no 
rechazan el modelo del mercado, sino “la ideología que pone los mercados al centro del 
modelo de desarrollo en detrimento de instituciones públicas y su contexto social” 
(2009: 33721).  
 El proceso de la transición de un estado neoliberal a un estado posneoliberal 
resultó en una orientación muy específica en el caso boliviano, ya que fue marcado por 
la adopción de un discurso ideológico de descolonización, basado en argumentos 
étnico-culturales (Zabala Canedo, 2012). El ‘espinazo’ del proyecto gubernamental 
forma el discurso político indígena y las políticas de inclusión de los sectores populares 
(Rousseau, 2010: 152), lo que ha creado condiciones novedosas para la articulación de 
la relación entre actores estatales y civiles.  
 
2.1.2 Cambios en la relación entre Estado, sociedad civil y movimientos 
sociales  
La relación entre el Estado y la sociedad civil boliviana se caracterizaba históricamente 
por una falta de mecanismos participativos y representativos verdaderos para la gran 
???????????????????????????????????????? ????????
17 Ricardo Lagos llegó al poder en Chile en 2000, Lula da Silva en Brasil en 2002, Néstor Kirchner en 
Argentina en 2003, Evo Morales en Bolivia en 2005 y finalmente Rafael Correa en Ecuador en 2007.  
18 Traducción propia. 
19 En la literatura académica, que surgió con el estudio de estos procesos políticos, se distingue comúnmente 
entre los gobiernos de una izquierda ‘moderada’, caracterizada por una (supuestamente) mayor 
disposición al compromiso y la negociación con la oposición,  y una izquierda más ‘impugnativa’ (en 
ciertos casos denominada ‘radical’) (Weyland, 2010). Pese a varios enfoques similares, la izquierda 
‘impugnativa’ se diferencia por medidas más extremas, tanto en los campos económicos, sociales como 
también políticos, las cuales fueron marcadas respectivamente consolidadas mediante la elaboración de 
nuevas constituciones (ibíd.).   
20 Traducción propia. 
21 Traducción propia, la cursiva es mía. 
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mayoría de la población (Schilling-Vacaflor, 2011). En el contexto de los ajustes 
estructurales y el panorama político de los años 90, los partidos de izquierda 
(anteriormente de naturaleza más radical) se habían moderado significativamente y 
permitieron de esta manera el ingreso de fuerzas más radicales (Weyland, 2010: 17).  
En los años 90, el Movimiento al Socialismo-Instrumento Político por la 
Soberanía de los Pueblos (MAS-IPSP) ingresó al campo político (Ybarnegaray Ortiz, 
2011). Originalmente surgido de la resistencia formada por los productores de coca 
frente a las represiones del Estado neoliberal, rápidamente se convirtió en una 
aglutinación de diferentes movimientos sociales: con la adopción de una identidad 
indígena cada vez más marcada, el MAS se asoció posteriormente con diferentes 
organizaciones, mientras que la incorporación explícita de la demanda por una 
nacionalización de los recursos naturales amplió la base partidaria a sectores sociales 
no-indígenas y urbanos (Rousseau, 2010). Respaldado por este profundo apoyo 
popular, Morales, líder de los cocaleros, ganó las elecciones presidenciales en 2005 con 
54% de los votos (op. cit.: 151).  
A diferencia de los partidos establecidos, el MAS no fue entonces una creación 
elitista, sino que originó en amplios movimientos sociales con una institucionalización 
solo gradual (Weyland, 2010). La ausencia, prácticamente, de un órgano que distancie 
al gobierno y a los movimientos sociales que constituyen el partido en poder resulta 
conflictiva en lo referente a la autonomía de los movimientos individuales (Rousseau, 
2010; Schilling-Vacaflor, 2011). Además, frente al vacío de poder político 
institucionalizado, el MAS ha podido operar desde una posición casi hegemónica 
(Weyland, 2010: 19).  
Con base en el argumento del poder soberano del pueblo, Morales inició un 
proceso para “refundar la nación” e institucionalizar el “proceso de cambio” mediante 
una nueva constitución, elaborada por la Asamblea Constituyente (Cameron, 2009). De 
esta manera, las reformas políticas disponían de una base legal. Este proceso 
constituyente, además, tiene un valor histórico decisivo, ya que fue conducido y 
determinado significativamente por los nuevos actores políticos: los movimientos 
sociales y los aliados del MAS (Rousseau, 2011). La idea subyacente era la 
transformación del orden político, económico, legal, cultural, social y simbólico bajo el 
concepto paraguas (algo difuso) del Vivir Bien (Schilling-Vacaflor, 2011). 
 En vista de la ausencia de rupturas drásticas con el modelo macroeconómico 
heredado de la época neoliberal, la noción de ciudadanía y las aproximaciones del 
gobierno a su promoción parecen representar una justificación más sólida para el uso 
del prefijo ‘pos’ en la caracterización de la naturaleza del gobierno actual (Grugel y 
Riggirozzi, 2012: 6). No obstante, Stefanoni advierte que, pese a las innovaciones y 
reestructuraciones innegables, “estas políticas democratizantes representan una 
profundización de las reformas implementadas en los años 90 en el marco de un 
proyecto neoliberal22, que promovieron una serie de innovaciones institucionales” 
(2011: 32), resultantes de las políticas de descentralización.  
 Esto no quita, sin embargo, que a través de profundizar constitucionalmente 
estos mecanismos participativos (como referendos e iniciativas populares, así como 
instrumentos y organismos consultativos23) – además de vincular la participación 
ciudadana a un ejercicio de control social24 – reconocer explícitamente la diversidad 
cultural del país y enfocar la desigualdad social, se quería establecer una relación más 
???????????????????????????????????????? ????????
22 Stefanoni se refiere a „la municipalización del país (elección popular de alcaldes y autonomía financiera 
de los municipios) mediante la Ley de Participación Popular, la elección de diputados uninominales, las 
Tierras Comunitarias de Origen y el reconocimiento del carácter pluriétnico, multicultural y plurilingüe de 
Bolivia” (2011: 32).  
23 Véase, por ejemplo, el Artículo 11 de la Constitución Política del Estado (CPE) del 2009.  
24 Artículos 241 y 242 de la CPE así como la Ley N° 341 (Ley de Participación y Control Social). 
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directa e incluyente entre el Estado y la sociedad civil y romper con dominancias 
étnicas y clasistas históricas. Estas modificaciones significaron – por lo menos al nivel 
de los actores - un cambio notable en el ámbito de la formulación de políticas así como 
en su ejecución (donde ahora también rige el principio de colaboración directa con las 
bases en vez de intermediarios institucionales).  
 
2.1.3 El fortalecimiento de la presencia estatal 
En vista del amplio proyecto de redefinir el papel del Estado, la elaboración de un 
nuevo pacto social – la reconceptualización del Estado inclusive – era imprescindible 
(Grugel y Riggirozzi, 2012). A través de un nuevo diseño institucional se pretendía 
crear un vínculo más orgánico y directo entre la sociedad y el Estado (ibíd.). Sin 
embargo, al mismo tiempo se crearon nuevos poderes ejecutivos, ya que la nueva 
constitución refuerza el sistema presidencial (Schilling-Vacaflor, 2011). El incremento 
de la participación popular permitió y legitimó, a su vez, dicha extensión 
respectivamente concentración de poder (Weyland, 2010).  
Sin embargo, Schilling-Vacaflor destaca que, pese a la proyección de la imagen 
del gobierno de representar los movimientos sociales y los grupos de campesinos-
originarios, “esta auto-representación oscureció el hecho de que [el gobierno] tiene 
relaciones mucho más estrechas con algunas organizaciones sociales que con otras” 
(2011: 1125), por lo cual se generaron nuevos grupos marginados. En contraste con su 
creación desde abajo, el gobierno del MAS muestra, según ésta académica, también 
rasgos autoritarios, tendencias homogeneizantes y prácticas excluyentes hacia la 
oposición política. La naturaleza “transformativa y emancipadora” del nuevo texto 
constitucional sería afectada por tendencias represivas hacia opiniones disconformes 
así como por prácticas de cooptación de diversos actores (op. cit.: 16).  
La recuperación de la presencia del Estado en los ámbitos económicos como 
también sociales – objetivo explícito del paradigma posneoliberal – consiste en un 
proyecto paralelo de controlar y gestionar la economía (particularmente extractiva y 
exportadora) para simultáneamente responder a las necesidades y demandas sociales a 
través de las políticas del bienestar (Grugel y Riggirozzi, 2012). En el caso de Evo 
Morales, la nacionalización de los hidrocarburos significó cumplir una de sus 
promesas electorales más importantes, pero también obtener las condiciones materiales 
para asegurar y mejorar el sustento económico de su base electoral (Cameron, 2009).  
También en el área social, el Estado marca su presencia por la creación de 
diversos programas, frecuentemente implicando transferencias monetarias 26 . El 
fortalecimiento del papel estatal en la planificación y ejecución de las políticas sociales 
afecta, por tanto, las ONG (anteriormente los protagonistas en este campo). Por encima 
de eso, el gobierno boliviano ha asumido, tanto en el discurso oficial como en la 
práctica, una postura más restrictiva y controladora hacia las actividades y el 
financiamiento (principalmente extranjero) de las ONG (Aillón, 2015). No obstante, es 
importante señalar que estos procesos ocurrieron en un contexto de un auge 
excepcional de las materias primas que ofrecieron condiciones muy favorables para 
responder a varias demandas sociales y reformular las políticas y objetivos de 
desarrollo nacional (Grugel y Riggirozzi, 2012).   
  
???????????????????????????????????????? ????????
25 Traducción propia. 
26 Los ejemplos más conocidos y significantes son el programa escolar Bono Juancito Pinto, la Renta Dignidad 
(un bono universal para personas ancianas) y el beneficio maternal Bono Juana Azurduy de Padilla.  
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2.2  Procesos de pluralización en la acción feminista boliviana 
desde la perspectiva regional: polarización y transversalización  
Paralelamente a los procesos políticos que marcaron primero una adopción y 
posteriormente una transformación del modelo neoliberal, el movimiento feminista se 
incorporó gradualmente en el panorama sociopolítico y cultural boliviano. A nivel 
nacional así como también regional sobresaltan dos tendencias que (trans)formaron 
significativamente el campo de acción feminista en las últimas dos décadas: por un 
lado la así llamada ONGización de las actividades, por otro lado la transversalización o 
expansión de demandas y discursos feministas a otros sectores sociales y políticos –  
procesos visiblemente diversificadores y pluralizantes. Considerando, además, la 
importancia que tiene el contexto sociopolítico en la determinación de los actores así 
como de los opositores, el desarrollo de la acción feminista en Bolivia se ha visto 
afectado incluso más por los cambios recientes. 
 
2.2.1 La ONGización del movimiento feminista y los conflictos resultantes 
Ya el surgimiento de la así llamada segunda ola feminista27 en Latinoamérica se 
distinguió de su contraparte europea o norteamericana, debido a las circunstancias 
particulares que enmarcaron su nacimiento en los años 70 y 80: el punto de partida de 
la acción feminista fue su oposición y resistencia a regímenes autoritarios y militares 
(Matos y Paradis, 2013). La transición democrática posterior abrió los campos y 
posibilidades de articulación, ya sea por los nuevos canales de diálogo entre Estado y 
sociedad civil, un renovado acceso a la arena política o los procesos de 
institucionalización de ciertas demandas feministas (ibíd.).  
 El nuevo contexto democrático en Bolivia a partir de 1983 fue oportuno para 
tematizar la ejecución limitada y deficiente de los derechos cívicos de las mujeres 
(Zabala Canedo, 2012). El naciente movimiento feminista fue constituido por mujeres 
universitarias de la clase media que aprovechó el debate sobre la ciudadanía para 
apuntar a la opresión persistente de la mujer y “cuestionar y reconceptualizar la 
democracia recién conquistada para ampliar los márgenes de los derechos de las 
mujeres” (op. cit.: 72). En este periodo inicial, el movimiento feminista boliviano 
mantuvo todavía una distancia explícita hacia el Estado y sus instituciones, ya que fue 
concebido como una instancia patriarcal (Zabala Canedo, 2012). Debido a la 
conceptualización alterada del Estado y su naturaleza plural – fomentado por las 
reformas institucionales y legales nacionales así como por los procesos internacionales 
favorables a la promoción de la mujer –  la década de los 90 representa un punto de 
inflexión para varios grupos feministas que ahora constatan una permeabilidad 
prometedora del Estado respecto a sus demandas (Aillón, 2015).  
 En este nuevo contexto (neoliberal), las ONG emergieron como los actores 
principales en la promoción y ejecución de políticas sociales de género frente (o 
gracias) a un Estado que – de acuerdo a la lógica neoliberal – se retiraba 
paulatinamente (Matos y Paradis, 2013). Similar a los desarrollos regionales, las 
mujeres frecuentemente asociadas a una ONG se habían profesionalizado 
gradualmente por lo que se distinguían ahora por sus capacidades de propuesta y 
negociación aumentadas (Zabala Canedo, 2012). Una “descentralización de las 
???????????????????????????????????????? ????????
27 Parto esta discusión desde la segunda ola feminista, ya que fue durante este movimiento que la violencia 
contra la mujer fue problematizada y convertida en un problema público. 
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prácticas feministas […] junto con la proliferación de actores, asuntos y demandas 
feministas” (Alvarez, 1998: 30528) llevaron, por ende, a una reconfiguración de la acción 
feminista en la cual los actores más visibles, numerosos y también controversiales eran 
las ONG29.   
Mientras que en los contextos autoritarios las ONG habían surgido de una 
colaboración estrecha con grupos de base, durante los años de transición se 
convirtieron – por motivos económicos, ideológicos y particularmente legitimadores – 
cada vez más en los colaboradores principales de los gobiernos y agencias 
internacionales para la ejecución de proyectos de desarrollo (Arellano-López y Petras, 
1994). Las ONG eran consideradas las representantes de los grupos de base, 
obteniendo así la posición de intermediarios entre los gobiernos y agencias financieras 
y la población destinataria de los programas de ayuda; esto no solamente facilitó la 
cooptación de algunas organizaciones de base, sino que también marginalizó a las 
otras económica y políticamente (op. cit.: 557). Dentro del discurso de ‘género y 
desarrollo’, los grupos de base se convirtieron en ‘clientes beneficiarios’ y los objetivos 
de las intervenciones fueron formulados y dirigidos principalmente por convenciones 
internacionales en vez de ser basadas en las necesidades y demandas locales 
(Monasterios, 2007).  
Esta transferencia de responsabilidad y distribución alterada de papeles creó una 
división cada vez más marcada entre las feministas institucionalizadas (operando 
justamente desde ONG) y autónomas (Matos y Paradis, 2013; Alvarez, 1998). En el caso 
boliviano, esto llevó en los años 90 a la existencia de dos grupos protagonistas: las 
anarco-feministas, representadas principalmente por el colectivo Mujeres Creando, y la 
tecnocracia de género de las ONG (Monasterios, 2007). Las ‘autónomas’ perseguían 
estrategias discursivas de deconstrucción de significados según el principio de “lo 
micro a lo macro” (Monasterios, 2007), mientras que las ‘institucionalizadas’ de las 
ONG optaron por colaborar más o menos estrechamente con y dentro de los gobiernos, 
sirviendo de esta manera, según sus críticos, al “patriarcado neoliberal” (Friedman, 
2009a: 417) y la despolitización de la agenda feminista (Alvarez, 2009: 175).  
Sin embargo, el surgimiento de nuevos movimientos sociales (anti-neoliberales y 
principalmente indígenas) y las experiencias parcialmente decepcionantes respecto a la 
incorporación e implementación efectiva de políticas de género, pluralizaron aún más 
el campo de los movimientos feministas y de mujeres (Matos y Paradis, 2013). Pese a 
esta pluralización, Friedman (2009a: 422) constata que la polarización preexistente 
entre las ‘autónomas’ e ‘institucionalizadas’ sigue vigente también bajo el gobierno de 
Morales, aunque en el nuevo contexto político-ideológico, los dos grupos se ven 
desestabilizados hasta cierto punto por cuestiones de legitimidad y representatividad30.  
 
2.2.2 La transversalización del enfoque de género en las políticas públicas 
Particularmente en los últimos años, en la región latinoamericana se ha podido 
observar una transversalización del feminismo, tanto verticalmente (llegando y 
penetrando los diferentes niveles gubernamentales, nacionales e internacionales) como 
horizontalmente (extendiéndose a otros sectores sociales, políticos, étnicos y culturales) 
???????????????????????????????????????? ????????
28 Traducción propia. 
29 Según Alvarez (1999), este proceso de ONGización – que denomina esta creciente institucionalización y 
profesionalización de las actividades de grupos y sectores de mujeres dentro de la estructura (y 
financiamiento) de ONG – experimentó durante los años 90 un verdadero “boom”.?
30 Hay que mencionar, sin embargo, que justamente una de las fundadoras de Mujeres Creando – Julieta 
Paredes – impulsó la creación de la Asamblea Feminista Comunitaria (bajo la teoría del feminismo 
comunitario), que está – así la crítica – alineada con el gobierno de Morales (Aillón, 2015: 17).  
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(Alvarez, 2009: 177). Este proceso es un componente fundamental del feminismo 
contemporáneo, el cual se caracteriza, entre otros, por una nueva relación con el Estado 
y un enfoque transversal, interseccional e intersectorial (Matos y Paradis, 2013: 100).  
El proceso de transversalización fue impulsado fundamentalmente por la Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer en Beijing en 1995, donde los movimientos de 
mujeres internacionales lograron establecer nuevas normas de género además de un 
compromiso de una gran mayoría de gobiernos de seguirlas (Zabala Canedo, 2012). 
Paralelamente a esta adopción de demandas como también discursos, el panorama 
global de la acción feminista presenciaba una multiplicación enorme de sus actores, 
espacios y formas de articulación (Alvarez, 1998; 1999). A pesar de las críticas al papel 
de las ONG y sus actividades controversiales, Alvarez (1999: 177) advierte que muchas 
ONG seguían manteniendo una identidad feminista además de haber sido 
fundamentales para la reconfiguración del feminismo como un “campo discursivo de 
acción” expandido y diversificado.  
La nueva constitución boliviana evidencia la transversalización de un enfoque de 
género, resultado de las activistas feministas y los grupos de mujeres en la Asamblea 
Constituyente, ya que en el nuevo texto constitucional “se establece definitivamente 
que los derechos de las mujeres son «cuestión de Estado» y no solo reivindicación de 
grupos aislados de mujeres” (Ybarnegaray Ortiz, 2011: 165). Simultáneamente, esta 
transversalización lleva el sello de los cambios sociopolíticos impulsados por el 
gobierno del MAS, pues las perspectivas indígenas fueron incorporadas (por lo menos 
parcialmente) en las propuestas de la coalición de mujeres involucrada en el proceso 
constituyente (Rousseau, 2011). El contexto actual con su cambio de actores políticos 
afecta, por ende, también las dinámicas de la acción feminista: las ONG feministas 
constituidas mayormente por mujeres mestizas y urbanas de clase media ya no son 
consideradas las representantes legítimas de las mujeres, sino las organizaciones de 
mujeres indígenas como, por ejemplo, la Confederación Nacional de Mujeres 
Campesinas Indígenas Originarias de Bolivia “Bartolina Sisa”31, quienes ni siquiera se 
identifican con una posición feminista (Monasterios, 2007).  
Frente al proyecto discursivo-simbólico anticolonial del gobierno de Morales, los 
movimientos feministas y de mujeres enfrentan el riesgo de subordinación y sumisión 
al discurso hegemónico. Destacar las diferencias entre las mujeres respecto a sus 
experiencias de dominación es ciertamente necesario, ya que este aspecto no puede 
pasar desapercibido; sin embargo, cuando este discurso parte de una idea de 
irreductibilidad, esto lleva a una fragmentación de la acción feminista y a una 
jerarquización de dichas diferencias (Zabala Canedo, 2012: 82). Al mismo tiempo 
tienen que enfrentarse a una creciente complejidad de las mujeres entre sí, que dificulta 
la definición de “una posición común de lucha en torno a la unidad o hermandad 
natural de las mujeres” (op. cit.: 87).  
Preocupaciones sobre la invisibilización de su trabajo y una reversión de sus 
logros de las últimas décadas surgieron entre las ONG frente a este contexto de 
recursos políticos y económicos alterados (Rousseau, 2011). Como observa Alvarez 
(2009) en un estudio regional, muchas ONG reestructuran y redirigen sus actividades 
hacia intervenciones culturales, políticas, educacionales e investigativas, alejándose de 
esta manera de un papel tecnocrático-desarrollista e intermediario. Especialmente en 
un contexto como lo presenta Bolivia actualmente, estos esfuerzos pueden ser leídos 
como intentos de recuperar legitimidad, ya que la articulación política de los intereses 
???????????????????????????????????????? ????????
31  Las Bartolinas forman la división femenina de la Confederación Sindical Unida de Trabajadores 
Campesinos de Bolivia (CSUTCB), una de las tres principales organizaciones (mixtos) que constituyen el 
movimiento indígena (además están la Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB) y el 
Consejo Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyu (CONAMAQ)) (Rousseau, 2011: 16). 
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de mujeres fue trasladada a actores que forman parte del proyecto gubernamental más 
amplio del empoderamiento indígena. Estos procesos evidencian, por tanto, que la 
definición de “qué actores, discursos, prácticas y formas organizacionales prevalecen o 
son políticamente más visibles en cualquier momento dado en un contexto 
sociopolítico dado […] necesariamente varía” (Alvarez, 2009: 18232).  
 
2.3  Las respuestas del Estado boliviano: las políticas de género  
Pese al retiro del Estado de las políticas sociales en el periodo neoliberal, la acción 
feminista boliviana pudo registrar avances al nivel legislativo, aunque principalmente 
simbólicos y coherentes con los marcos discursivos internacionales. Un enfoque más 
integral recibió la cuestión de género con el gobierno del MAS, el cual ha decidido no 
solo avanzar en las áreas legales, políticas o sociales, sino también en el ámbito cultural 
mediante la promoción de un propio proyecto ‘feminista’. Paralelamente, el tema de la 
violencia contra la mujer – ya reconocido como un problema público en los años 90 – se ha 
convertido en uno de los pilares principales de las políticas de género del gobierno actual. 
   
2.3.1 Resumen histórico: Los hitos de las políticas de género hasta 2005 
En comparación con otros países de la región, la acción feminista y de mujeres no se 
vio beneficiada inmediatamente por la transición democrática, ya que sus demandas 
no fueron consideradas prioritarias por las nuevas fuerzas políticas (Zabala Canedo, 
2012). Solo a partir de los años 90, la temática de género registró – aunque a menudo 
por motivos económicos y electorales – un creciente interés gubernamental, 
específicamente bajo el gobierno de Sánchez de Lozada (1993-1997), lo que se evidencia 
con el establecimiento de la Subsecretaría de Asuntos de Género en 1993. Su creación 
coincide, sin embargo, con las tendencias internacionales: en los procesos de las 
Naciones Unidas alrededor de la cuestión de la mujer33, los mecanismos institucionales 
para la mujer (MIM) constituían el centro de giro, las cuales posteriormente 
presenciaban una verdadera proliferación a nivel global (Mazur y McBride, 2008).  
 A través de estos nuevos mecanismos que dieron acceso a activistas individuales 
y ONG para impulsar la transversalización de la perspectiva de género en las políticas 
públicas, se registraron algunos avances significativos (Aillón, 2015). La promulgación 
de la Ley contra la violencia en la familia o doméstica (Ley N° 1674) en 1995 
ciertamente es uno de los logros importantes; un esfuerzo para atacar la desigualdad 
en la representación política fue la introducción de un sistema de cuotas para las listas 
electorales en 1997 (Zabala Canedo, 2012). También modificaciones del Código Penal y 
de Familia así como reformas agrarias y administrativas fueron partes del nuevo 
enfoque de género en las políticas públicas (PNUD, 2002).  
 Los esfuerzos e intervenciones durante este periodo neoliberal fueron 
impulsados significativamente por la cooperación externa y se movían en un marco 
discursivo establecido por el contexto internacional de democratización y desarrollo 
humano; la cuestión de la mujer fue conceptualizada, por lo tanto, en términos de 
derechos humanos y conceptos de igualdad respectivamente equidad de género 
???????????????????????????????????????? ????????
32 Traducción propia. 
33 Estos procesos se iniciaron en el año 1975 con la Primera Conferencia Mundial sobre la Mujer y la 
proclamación de la Década de la Mujer 1975-1985 y culminaron en la Cuarta Conferencia en Beijing en 
1995 (Mazur y McBride, 2008; Howell, 1998; Alvarez, 1998; 1999). 
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(Aillón, 2015). Debido a los procesos políticos posteriores en que fueron redefinidos los 
papeles de los actores, la cercanía de varias ONG (feministas) con los gobiernos 
neoliberales y sus políticas les puso en una posición incómoda frente al “proceso de 
cambio” aspirado por el MAS (Monasterios, 2007). La reestructuración del movimiento 
de mujeres, por la cual las ONG con su enfoque (discursivo) en género y desarrollo se 
veían cuestionadas, ha creado así también nuevas dinámicas en las políticas de género.  
 
2.3.2 Proyecto actual: Descolonización y Despatriarcalización  
Bajo el gobierno del MAS, Bolivia indudablemente ha registrado grandes avances en la 
promoción de la mujer, manifestados por la gran variedad de normativas que crearon la 
base para diversas intervenciones y programas en el área social, político, cultural y de 
salud (Rousseau, 2010). Uno de los logros más visibles del gobierno actual es el 
incremento de la representación política femenina que registra niveles sin precedentes, 
fomentado y sustentado también por nuevas normas electorales de paridad y alternancia 
(Estado Plurinacional de Bolivia, 2015; Zabala Canedo, 2012). El reconocimiento del 
papel crucial de las mujeres (principalmente indígenas) en las movilizaciones que 
llevaron a la victoria electoral del MAS ya se había demostrado durante el proceso 
constituyente, durante el cual las mujeres asociadas a los movimientos indígenas fueron 
exitosas en la promoción de sus intereses (Rousseau, 2011). 
El objetivo de llevar a cabo una “revolución democrática y cultural” se ha 
traducido también en la creación de un proyecto (ideológico) ‘feminista’ propio: como 
varios gobiernos latinoamericanos también, el gobierno boliviano lanzó una iniciativa 
propia bajo el lema de despatriarcalización vinculada a su proyecto de descolonización 
(Matos y Paradis, 2013). Estos proyectos cuentan hasta con un marco institucional, ya 
que fueron creados un Viceministerio de Descolonización (VD) bajo el Ministerio de 
Culturas y Turismo, y posteriormente una Unidad de Despatriarcalización para apoyar 
y profundizar las iniciativas del VD (Ybarnegaray Ortiz, 2011).  
 Aparte del valor simbólico de la creación de esta Unidad, su posición y estrategia 
conceptual respecto a la despatriarcalización sigue siendo algo borroso (Ybarnegaray 
Ortiz, 2011; Aillón, 2015; Burman, 2011); sin embargo, ya solo por su ubicación en la 
estructura estatal se cristaliza la idea del sistema patriarcal como un producto colonial 
importado, o dicho en las palabras de Zabala Canedo, “como un derivado o subsistema 
de la matriz colonial” (2012: 87). En este sentido, el feminismo también es devaluado 
como un pensamiento o una teoría neocolonial y ajeno a las sociedades originarias34, 
las cuales se organizan alrededor de los principios de complementariedad y equilibrio 
(Rousseau, 2010; Zabala Canedo, 2012). De la misma manera,  el concepto de (la 
equidad de) género es rechazado como una importación de la cooperación 
internacional neoliberal (Aillón, 2015; Rousseau, 2010).  
 Desde los movimientos indígenas, se ha planteado un concepto alternativo a la 
categoría de género: la noción del chachawarmi. Este término aymara abarca la idea de 
la complementariedad entre hombre (chacha) y mujer (warmi), que en su dualidad 
representa un sujeto social principal que también adquiere un significado cósmico 
(Burman, 2011; Díaz Carrasco, 2013). El surgimiento del concepto en el debate público-
político está vinculado al proyecto descolonizador respecto a la noción de género y 
hasta entró al Plan Nacional para la Igualdad de Oportunidades (2008); no obstante, el 
concepto fue planteado más bien como una “anticipación creativa”, o, como apunta 
???????????????????????????????????????? ????????
34 Y esto a pesar de que la despatriarcalización como estrategia haya sido planteada primero por el 
colectivo feminista Mujeres Creando bajo el lema “No hay descolonización sin despatriarcalización” 
(Ybarnegaray Ortiz, 2011: 165).  
 ?
 H.L. Schütz | s1128116       
|35| 
Burman, “como un modelo para, más que un modelo de relaciones de género simétricas” 
(2011: 8135).  
 Estos planteamientos discursivo-simbólicos pretenden oponerse a las políticas de 
género diseñadas y promovidas por las instituciones ‘occidentales’. Sin embargo, en la 
práctica su desarrollo fue más bien paralelo, ya que no implicó un abandono del 
modelo anterior y sus instituciones (pero sí implicó una reestructuración). De acuerdo 
a la estructura estatal, las principales responsabilidades sobre cuestiones de género 
corresponden al Viceministerio de Igualdad de Oportunidades (VIO), subordinado al 
Ministerio de Justicia; este órgano es derivado básicamente de la Secretaría Nacional de 
Asuntos Étnicos, de Género y Generacionales y su Subsecretaría de Asuntos de Género, 
las cuales habían pasado por múltiples reorganizaciones y renombramientos desde su 
creación. Sin embargo, la conceptualización de género produce, según Díaz Carrasco 
(2013), tensiones entre los dos viceministerios (y contradicciones en la aproximación 
gubernamental a asuntos de género en general), ya que el VIO mantiene el discurso y 
enfoque de igualdad y equidad de género, mientras que el VD plantea el concepto del 
chachawarmi como un punto de partida36.  
 
2.3.3 La violencia contra la mujer: un asunto de renovada importancia 
Mediante los procesos de las Naciones Unidas, la violencia contra la mujer obtuvo una 
centralidad en las políticas de género internacionales sin precedentes, primero por la 
Declaración y el Programa de Acción de Viena en 1993 y posteriormente por la Declaración 
y Plataforma de Acción de Beijing en 1995. A nivel regional destaca la Convención 
interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres de la 
Organización de los Estados Americanos (Sagot, 2008). Como constata Friedman 
(2009b), muchos países latinoamericanos ya entraron a una segunda fase de reformas 
de sus leyes respecto a la violencia contra la mujer, adoptadas en la década de los 90. 
La autora identifica una falta de institucionalización de las normas originales y una 
adopción de enfoques inadecuados y perjudiciales (por privilegiar la integridad 
familiar sobre los derechos de la mujer) como motivos principales por la movilización 
continua de activistas feministas como también de órganos interregionales.   
 La problemática de la violencia contra la mujer fue introducida a las políticas 
públicas bolivianas con el Plan Nacional de Prevención y Erradicación de la Violencia contra 
la Mujer en 1994, seguido por reformas legales entre las cuales destaca la ley contra la 
violencia intrafamiliar (PNUD, 2002: 37). En el marco de las políticas de 
descentralización se crearon unidades específicas a los niveles departamentales y 
municipales, entre ellos los Servicios Legales Integrales que se dedican al apoyo y 
seguimiento de los casos de violencia intrafamiliar, como también las Brigadas de 
Protección a la Familia como parte de la Policía Boliviana (PNUD, 2002). Sin embargo, 
estas instancias e iniciativas han sido perjudicadas por una institucionalización 
deficiente y una reducción drástica del Plan Nacional al final de los años 90 (ibíd.).  
 Durante los últimos años, el problema de la violencia contra la mujer presenció 
un aumento significativo en cuanto a denuncias respectivamente visibilidad, ya que 
Bolivia – sin poder estimar el número concreto de casos – experimenta niveles 
particularmente altos en comparación regional (Choque Aldana, 2015: 174). En el 
actual contexto político, la urgencia de esta problemática no ha sido negada: aparte de 
???????????????????????????????????????? ????????
35 Traducción propia. 
36 Para mayor información sobre el proyecto de descolonización y su relación con el chachawarmi, véase: 
Cárdenas, F.; Chivi, I.; Canqui, S. y Alvarado F. (2013). Despatriarcalización y chachawarmi: Avances y 
articulaciones posibles. La Paz: Plural editores. 
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diversos derechos inscritos en la constitución, la Ley integral para garantizar a las 
mujeres una vida libre de violencia (Ley N° 348) de marzo 2013 es uno de los pilares 
más fundamentales de las políticas públicas actuales para atacar esta problemática tan 
profunda y extensa, además de que define su erradicación como prioridad nacional 
(Artículo 3). La ley se destaca por un enfoque integral, ya que abarca medidas desde la 
prevención hasta la sanción, así como reestructuraciones institucionales implicadas 
(Choque Aldana, 2015).  
Sin embargo, varias medidas son ampliaciones y fortalecimientos de mecanismos 
o instancias ya existentes. En el caso de nuevas iniciativas o creaciones, los esfuerzos 
igualmente se han visto limitados por una falta de implementación e 
institucionalización (Estado Plurinacional de Bolivia, 2015). Lo que sí es diferente es el 
contexto sociopolítico, que permite una articulación popular más directa y exigente 
hacia el gobierno y cuyas demandas tienen que ser respondidas de alguna manera u 
otra para no perjudicar la legitimidad y auto-imagen de ser un gobierno del pueblo – de 
un pueblo, que se ve afectado por este tipo de violencia en dimensiones extremas. Esta 
situación abre también nuevos campos de acción y articulación para las activistas 
feministas y ONG que ahora pueden organizar su incidencia alrededor de una temática 
específica mientras apoyándose en una base legal y un discurso estatal oficial.  
 
 
 
 
El cambio del paradigma estatal neoliberal implicó una reorganización de los poderes 
políticos y sociales, por la cual principalmente los movimientos sociales indígenas 
surgieron como nuevos actores fundamentales. Paralelamente hubo un fortalecimiento 
del papel estatal en diferentes ámbitos y una concentración del poder ejecutivo. Estas 
transformaciones afectaron también la acción feminista, cuyas canales de operación 
principales son, desde los años 90, las ONG (y en menor medida – por lo menos en 
términos cuantitativos – los colectivos de las (anarco)feministas).  
Estas organizaciones se ven cada vez más cuestionadas en su función 
representativa, debido a la reformulación del Estado y su relación con la sociedad civil 
en la cual intenta establecer lazos directos con la población, ergo, sin intermediarios 
como son las ONG. Además, las propuestas y conceptualizaciones de género muestran 
diferencias étnico-culturales, que ahora, por lo menos discursivamente, llevaron a la 
creación de una propuesta propia del gobierno boliviano, coherente con su proyecto 
del empoderamiento indígena: la despatriarcalización de la sociedad resultante de la 
iniciativa de la descolonización social. Este concepto implica una marginación de las 
propuestas feministas como productos neocoloniales y socava, por tanto, la legitimidad 
de las activistas feministas ‘tradicionales’.  
Sin embargo, al nivel práctico se registra más bien una continuación (si bien más 
amplia y profunda) de las políticas de género que se iniciaron en los años 90, 
principalmente organizadas alrededor de la agenda feminista ‘tradicional’ y 
sintonizadas con las propuestas y tendencias internacionales. El tema de la violencia 
contra la mujer destaca como una preocupación clave de las políticas de género en 
ambos periodos (neoliberal y posneoliberal), pero con una prioridad mucho más 
pronunciada bajo el gobierno actual. Pese a los contextos contrarios, la aproximación a 
esta temática significa, por tanto, una cierta profundización de los legados políticos 
neoliberales al mismo tiempo que abre nuevas posibilidades (legitimadoras) para la 
articulación de los movimientos feministas. Hasta qué medida, y sobre todo de qué 
forma, la nueva constelación política afecta el abordaje de esta problemática y a los 
actores involucrados, será investigado en el siguiente capítulo.   
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CAPÍTULO 3  
 
Las implicaciones del involucramiento estatal  
en el combate a la violencia contra la mujer  
en Cochabamba 
La violencia contra la mujer es la problemática que en la última década ha recibido 
mayor atención en el área de género en Bolivia. Su forma más llamativa se plasmó en 
los llamados feminicidios que particularmente a través de los medios de comunicación 
y las movilizaciones de diferentes actores y grupos de mujeres llegaron a impactar en 
la opinión pública, al mismo tiempo de demandar una respuesta oficial. Ésta fue 
concretizada por la promulgación de la Ley N° 348, que impulsó por lo menos 
discursivamente un nuevo compromiso estatal con el combate a la problemática y fue 
acompañado por la creación respectivamente el fortalecimiento de entidades estatales 
y municipales de atención diferenciada. Consecuentemente, las alteraciones legales e 
institucionales modificaron también el marco operativo de los actores individuales y 
organizados quienes de diferentes maneras y en distintos grados ya habían estado 
involucrados en la temática.  
 El siguiente caso de estudio tiene el objetivo de ejemplificar algunas de las 
implicaciones de la construcción de un feminismo estatal – en este caso el papel activo del actual 
gobierno boliviano en el combate a la violencia – para las posibilidades y modos operativos de los 
diferentes actores involucrados en esta temática. ¿Cómo afecta este nuevo ‘protagonismo’ 
del nivel gubernamental el campo de los actores así como su trabajo y abordaje 
concreto? ¿Qué nuevas oportunidades se han abierto para los interesados, y cuáles son 
las dificultades que se dan en este proceso de mayor involucración estatal? ¿Y de qué 
manera este nuevo panorama de acción influye en el posicionamiento teórico 
(-ideológico) y práctico de los actores que se dedican a una temática feminista, 
tomando en cuenta la naturaleza dificultosa que marca la relación entre feminismo y 
Estado? 
La información elaborada en esta sección se basa principalmente en entrevistas 
de profundidad que fueron obtenidas durante un trabajo de campo en la región 
metropolitana de Cochabamba entre noviembre 2015 y enero 2016. Las personas 
entrevistadas eran integrantes tanto de instituciones de la sociedad civil como también 
de entidades públicas, además de activistas y expertos individuales, todos 
involucrados, de algún modo u otro, en el combate a la violencia contra la mujer. A 
pesar de que el presente estudio de caso no reivindica ser exhaustivo o conclusivo, el 
análisis pretende indicar algunas de las tendencias más visibles de un proceso que está 
en pleno desarrollo – además de constituir un campo extremadamente dinámico y 
heterogéneo (y a veces también contradictorio) – para contribuir a identificar vías e 
instrumentos efectivos para un combate integral, sostenible y garantizado de la violencia 
contra la mujer en un contexto en que la inserción estatal (ya) es un hecho. 
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3.1  La reestructuración del campo de acción   
Pese a que los órganos estatales ya formaban parte del panorama de los actores antes 
de la existencia de la Ley N° 348, el fortalecimiento explícito de su papel introdujo una 
nueva dinámica al campo de acción, que anteriormente estaba dominado por actores y 
organizaciones de la sociedad civil. Además, las alteraciones en el contexto 
(socio)político y económico generan nuevas condiciones operativas para los actores 
involucrados, cuyas responsabilidades tienen que ser renegociadas y cuyos papeles, 
por tanto, son redefinidos.  
 
3.1.1  La (re)distribución de responsabilidades y papeles 
Como se expuso en el primer capítulo, la problemática de la violencia contra la mujer 
fue introducida a la política por los movimientos feministas y de mujeres, y luego 
paulatinamente adoptada y concretizada por las ONG (Alvarez, 1999; Araujo et al., 
2000; De Miguel Álvarez, 2003; Htun y Weldon, 2012; Sagot, 2008; Weldon, 2002; 
Weldon y Htun, 2013). En el contexto de Cochabamba, instituciones como la Oficina 
Jurídica para la Mujer, Infante, el Instituto de Formación Femenina Integral (Iffi) y las 
casas de acogida privadas se destacan por sus largos años de experiencia y se han 
convertido, por tanto, en referentes de experticia importantes. Sus intervenciones se 
organizaban particularmente alrededor de la atención a las víctimas, pero también en 
el área de prevención y sensibilización.  
 La inserción de entes estatales en el combate a la violencia contra la mujer ocurrió 
principalmente con la creación de los Servicios Legales Integrales (SLI, posteriormente 
Servicios Legales Integrales Municipales, SLIM) a partir del nuevo siglo, los cuales 
estaban enmarcados legalmente en la Ley N° 1674 así como las leyes 
descentralizadoras. La actual Ley N° 348 impulsó y promovió un fortalecimiento de 
estos órganos municipales por lo cual se evidencia que esta ley no solamente 
representa la base legal para las acciones estatales en el combate a la problemática, sino 
que también conlleva una reestructuración de los papeles de las diferentes entes 
responsables. De esta manera fue creada la Fuerza Especial de Lucha contra la 
Violencia (FELCV), que origina en la anterior Brigada de Protección a la Familia, 
instalada en el marco de los esfuerzos estatales en esta temática a partir de los años 90. 
Esta entidad policial así como la fiscalía son ahora las instancias receptoras de denuncias, 
mientras que, entre otros, los SLIM son instancias promotoras que deberían acompañar 
el proceso jurídico no solamente en el área legal sino también psicosocial para 
garantizar un procedimiento integral. 
 Actualmente, actores importantes en la incidencia política representan las redes 
interinstitucionales formadas por organizaciones no gubernamentales e instancias 
públicas 37  (en algunos casos también activistas individuales) que normalmente 
incluyen los SLIM, las Defensorías de la Niñez y Adolescencia y en muchos casos la 
FELCV. Las siete redes municipales del eje metropolitano de Cochabamba 
(Cochabamba 38 , Colcapirhua, Quillacollo, Sacaba, Sipe Sipe, Tiquipaya y Vinto) 
conforman a su vez Inter Redes Cochabamba cuya incidencia es a nivel municipal 
???????????????????????????????????????? ????????
37 No todas las redes son únicamente conformados en función del combate a la violencia contra la mujer, 
sino también de la violencia en general. 
38 La Red contra la violencia a la mujer Cochabamba es, con sus veinte años de funcionamiento, una de las 
primeras redes interinstitucionales y actualmente es constituida por más de 30 instituciones. 
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como también departamental. Aparte de las instituciones privadas y públicas existen 
varios colectivos feministas y de mujeres que se visibilizan principalmente por acciones 
mediáticas y de protesta respecto a esta problemática, pero cuyo horizonte de acción e 
incidencia, sin embargo, se extiende a una escala mucha más amplia.   
La reorganización de la ruta y de los procesos de denuncia y atención, así como 
la redefinición de los deberes y actividades de los entes gubernamentales tienen 
implicaciones para la cuestión de las responsabilidades y papeles de los diferentes 
actores. Aunque en el pasado, los actores principales en ejecutar el trabajo de atención 
y prevención en casos de violencia contra la mujer han sido las instituciones no 
gubernamentales, todas las personas entrevistadas – independientemente de su 
pertenencia a instancias públicas o privadas – concuerdan que el combate a este 
fenómeno es la responsabilidad del Estado. Las organizaciones y actores civiles, en 
cambio, ven su papel mayormente en el ejercicio del control social39, con un papel 
fiscalizador y coadyuvante. Una activista e integrante de la Red contra la violencia a las 
mujeres Cochabamba40 describe su visión así: “Las organizaciones son un apoyo más 
que todo, son como una llamada de alerta en qué se está fallando y qué no se está 
haciendo” (entrevista41 con July Valdivia, Actúa). 
Además, el compromiso oficial de las autoridades crea nuevas expectativas entre 
las organizaciones de la sociedad civil, como lo resume una integrante de una ONG: 
“Lo que está cambiando ahora es que la contraparte [del Estado] ya no tiene que ser 
solamente simbólica, sino […] económica también […]. Eso era algo a que no estaban 
acostumbrados, porque generalmente en el auge de las ONG, cuando tenían muchos 
financiamientos y muchos proyectos, se preveía todo eso y realmente era una ayuda 
al municipio. Pero tampoco había leyes que te garanticen que el municipio tenga 
dinero destinado a esto –  ahora sí, tienen montos destinados a la policía, al SLIM, a 
la Defensoría” (entrevista con Daniela Elías, activista e integrante de Infante). 
Frente a la reducción del financiamiento extranjero, esta posición de exigir más 
protagonismo estatal es, por ende, también entendible desde el punto de vista 
económico, ya que las instituciones privadas se ven enfrentadas con recursos cada vez 
más limitados. Esta reducción tiene principalmente dos causas: por un lado, debido a 
su crecimiento económico en los últimos años y los avances en el combate a la pobreza, 
Bolivia (y Latinoamérica en general) ya no es considerado como un país prioritario por 
las agencias internacionales, las cuales ahora se están enfocando más en otras regiones 
como África. Por otro lado, las políticas del gobierno actual dificultan las inversiones y 
el trabajo de organizaciones extranjeras respectivamente de ONG en general (Aillón, 
2015). Pese a que el discurso gubernamental relativamente hostil hacia dichas 
instituciones está más dirigido a actividades en el ámbito extractivista, las 
modificaciones a las leyes de ONG afectarían, como señala Daniela Elías,  finalmente a 
todas las organizaciones privadas. 
 
???????????????????????????????????????? ????????
39 El concepto y los mecanismos de control social fueron introducidos con las políticas de participación 
popular de los años 90 y a continuación constitucionalizados a través de los Artículos 241 y 242 de la CPE 
así como la Ley N° 341 (Ley de Participación y Control Social); sin embargo, ya desde el principio, estos 
mecanismos plantearon retos tanto conceptuales como prácticos y revelaron ambigüedades y tensiones 
inherentes del concepto mismo (Komadina Rimassa, 2011; Cunill Grau, 2000). 
40 En adelante, esta red será abreviada como Red Cochabamba. 
41 Todas las entrevistas citadas en este trabajo son entrevistas personales, ejecutadas en Cochabamba entre 
noviembre 2015 y enero 2016 (véase Anexo).  
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3.1.2  Prácticas incluyentes o excluyentes: ¿una corresponsabilidad 
invisibilizante?  
No solo el contexto económico alterado, sino también tendencias políticas provocan 
inquietudes y tensiones en este proceso de redefinición de los papeles. Aunque desde 
las ONG existe la demanda de que el Estado asuma su responsabilidad, paralelamente 
existe el miedo a ser invisibilizadas – una tendencia que se ha concretizado ya en 
diversas ocasiones. Un ejemplo fueron las actividades para el 25 de noviembre 2015, el 
Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer, para el cual la 
gobernación había invitado a la Red Cochabamba a participar. Sin embargo, la 
actividad produjo mucho descontento, ya que – a pesar de la organización conjunta – a 
las instituciones de la red les fue denegado presentar su nota de prensa42 en el acto 
oficial, además que su trabajo no fue mencionado por ninguno de los ponentes. Otra 
ocasión fue la inauguración del centro de acogida departamental (Programa 
Esperanza), para el cual las redes e instituciones habían aportado con su experiencia 
como preludio de este proyecto gubernamental, pero finalmente no fueron 
consideradas al momento de inaugurar la casa.  
Las modificaciones en la definición de los papeles implican igualmente una 
negociación de las responsabilidades – un proceso que no siempre es libre de conflictos 
entre los partidos. Mientras que una parte se siente excluida o invisibilizada, la otra 
parte percibe injusta la demanda por cambios inmediatos, cambios que las 
instituciones en sus largos años de funcionamiento tampoco han logrado. A pesar de 
que el discurso y la política gubernamental tienden entonces a un papel más activo y 
visible de los entes estatales, al mismo tiempo estos apuntan a la insostenibilidad de las 
exigencias de efectos instantáneos que las ONG ahora demandan al asumir este nuevo 
papel fiscalizador:  
“No podemos esperar que en un año y a partir del trabajo que estamos haciendo 
desde los SLIM – contraviento y marea, y con tantos obstáculos – se pretenda 
resultados de la noche a la mañana, tomando en cuenta que la violencia es un 
problema estructural, multicausal, que es un problema que atañe a todos los actores 
[…]. Está bien que [las ONG] fiscalicen al municipio, pero tendría que cambiar la 
lógica de ser más bien corresponsables, porque todas esas instituciones tienen 
experticias – tienen más de veinte, treinta años de experiencia – entonces es por eso 
que hago esta pregunta: ¿cuál es el impacto que ellos tienen en veinte, treinta años de 
trabajo ante ésta problemática, y cómo esperar resultados inmediatos?” (entrevista 
con Claudia Calsina, Jefa de Departamento SLIM de la Alcaldía de Cochabamba). 
Los actores estatales y municipales apelan, por tanto, también a la corresponsabilidad de 
las instituciones que quieren fiscalizarlos. En general, la cooperación con entes 
gubernamentales igualmente es considerada fundamental y necesaria por las ONG, y 
en varios casos, esta cooperación ya formaba parte desde el arranque de las actividades 
de dichas instituciones. No obstante, a diferencia del contexto neoliberal, donde esta 
corresponsabilidad fue sustentada por un flujo relativamente fuerte de recursos 
provenientes de la cooperación internacional, la situación se presenta ahora más 
compleja y limitada, desde ambos lados.  
Pese a ciertas incoherencias y contradicciones que dificultan generalizaciones o 
afirmaciones concretas, se puede identificar (la pretensión de) una mayor asunción de 
???????????????????????????????????????? ????????
42 La nota de prensa puede ser consultada bajo el siguiente enlace: Oficina Jurídica para la Mujer: “25 de 
noviembre: Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra la Mujer”, URL: 
http://ojmbolivia.org/25-de-noviembre-dia-internacional-de-la-eliminacion-de-la-violencia-contra-la-
mujer/ (consultado el 6 de mayo de 2016).  
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un papel fiscalizador y control social de las instituciones no gubernamentales, que se 
concretiza en el seguimiento de las acciones estatales; paralelamente, esto significa (a 
largo plazo) un distanciamiento de las ONG de su papel anterior en que 
principalmente eran operadores y ejecutores concretos en este campo de acción (tal 
como también lo sugiere Alvarez, 2009). Estas modificaciones pueden ser interpretadas, 
consecuentemente, como una adaptación al contexto económico (marcado por un retiro 
significante de la ayuda internacional) como también al contexto político (donde el 
Estado quiere asumir un rol protagonista en las políticas sociales encima de mayor 
control sobre las actividades de instituciones no gubernamentales).  
 
3.2  El abordaje de la problemática    
Indudablemente, el trabajo de incidencia de los diversos actores durante las últimas 
décadas ha logrado visibilizar y problematizar el tema de la violencia contra la mujer 
en Bolivia. Este proceso tiene un momento importante en la proclamación de la Ley 
N° 348, que, como acabamos de ver, implica modificaciones institucionales pero que 
también proporciona una base legal y política para apoyar demandas y acciones. 
Aparte de los cambios en la asignación de responsabilidades y papeles, este nuevo 
marco legal e institucional tiene implicaciones para el abordaje concreto de la 
problemática, el cual, sin embargo, se ve afectado también por dificultades 
conceptuales y estructurales que no solamente originan en la ley misma.  
 
3.2.1 Retos operativos: las posibilidades y limitaciones de una ley  
El aumento de la visibilización junto a un cambio conceptual de la violencia contra la 
mujer queda por sentado por prácticamente todos los entrevistados, ya que 
gradualmente es concebida como una violencia sistemática hacia una mujer genérica. 
Esto apunta a un ejercicio exitoso de las políticas discursivas y culturales que los 
actores han aplicado de diversas maneras y grados para lograr esta 
reconceptualización de la problemática (Alvarez et al., 1998; Araujo et al., 2000; Weldon, 
2002). Este cambio teórico se refleja también al nivel práctico: mientras que el tema de 
la violencia contra la mujer fue abordado anteriormente desde una perspectiva de 
reconciliación y conservación de la integridad de la familia en las instancias públicas, 
“con la nueva ley eso [la violencia contra la mujer] ya no es un tema familiar sino que 
se ha vuelto un interés del Estado, en algo público, y ahora es un delito” (entrevista con 
Jaqueline Flores Cáceres, abogada y coordinadora del CDC). De la misma manera, el 
Teniente Iriarte Ustariz de la dirección departamental de la FELCV en Cochabamba 
afirma enfáticamente:  
“Antes, la función de la Brigada de Protección a la Familia era conciliar porque no 
existía esa ley que ya enmarca lo que son los delitos hacia las mujeres. Simplemente 
existía una pelea entre pareja. […] Una vez que se ha dado la ley, ya fueron 
nombrados o tipificados como delitos, entonces se realiza toda una investigación. 
Con la Ley N° 348 ya no se concilia.”  
Sin embargo, la existencia de una ley no asegura su cumplimiento, y mucho menos 
puede ser suficiente para generar un cambio estructural en la sociedad, como sugieren 
las siguientes dos citas de integrantes de ONG:  
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“Obviamente, una ley te sirve como marco de referencia para evaluar cuáles son tus 
códigos éticos y morales, que no deben o sí deben ser modificados […]. Te da esa 
referencia pero no te cambia el fondo, no es un cambio de estructura” (entrevista con 
Daniela Elías, activista e integrante de Infante). 
“Creo que [la persistencia de ideas y actitudes reticentes entre los funcionarios 
públicos] es algo que tiene que ver con capacitación y compromiso, pero también con 
una estructura mental muy, muy adentro de las personas que les resulta difícil 
romper. No se te pasa por capacitación, sino por cambiar toda una mentalidad, 
romper todo un paradigma, y esto es difícil” (entrevista con Pilar Ponce de León, 
directora de Wiñay Pacha, coordinadora de la red interinstitucional de Sacaba e Inter 
Redes). 
Trabajar en este ámbito no significa automáticamente un compromiso con la causa, ni 
en instituciones públicas ni privadas. De este modo, la mayoría de los entrevistados 
evalúa la promulgación de la ley como un instrumento estratégico coyuntural del 
gobierno para callar a las movilizaciones que surgieron alrededor del caso de 
feminicidio de la periodista Hanalí Huaycho el mes precedente43. Además, su creación 
evidenciaría una mera discursividad de los esfuerzos estatales (sobre todo a nivel 
nacional), los cuales para prácticamente todos los entrevistados no gubernamentales   
representa un discurso “hipócrita” que no es reflejado en acciones concretas – más bien 
son percibidas como incoherentes y contradictorios.  
El argumento básico es la falta de presupuesto, hasta para las instancias que la 
misma ley crea: no solo son mencionados el déficit presupuestario e infraestructural de 
la FELCV y del SLIM, sino también la debilidad del SIPPASE (Sistema Integral 
Plurinacional de Prevención, Atención, Sanción y Erradicación de la Violencia en razón 
de Género) que en teoría debería ser el ente rector, pero cuya sostenibilidad económica 
(ya mínima desde su creación) queda insegura a partir del año 2016 debido al fin del 
financiamiento por el Banco Interamericano de Desarrollo. Estas faltas de presupuesto 
crean frustraciones entre todos los actores, particularmente en vista de inversiones 
gubernamentales notables en otras áreas, por lo cual muchas personas concluyen que 
el combate a la violencia contra la mujer ‘no es prioridad para el Estado’.  
Esta ausencia de un verdadero compromiso o entendimiento de la problemática 
implicaría, por tanto, no solo faltas en la aplicación de la ley por parte de los 
operadores políticos y técnicos, pero también la ausencia de una base sostenible de las 
iniciativas, como destaca, por ejemplo, Sandra Aliaga, periodista y coordinadora de 
Avances de Paz:  
“Si tú estás encargado de aplicar una ley en la que no crees, la vas a aplicar mal. Si tú 
eres la autoridad y estás encargada de hacer el presupuesto de la nación, y no crees 
que sea de verdad un problema prioritario del país, no le vas a asignar una partida 
presupuestaria razonable como para poder encaminar la aplicación de una ley y 
sentar las bases materiales, financieras e ideológicas para que esa ley funcione.”  
Esta observación coincide con los hallazgos de Friedman (2000) y Weldon (2002), que 
apuntan a la correlación entre la posición así como la asignación de competencias de 
???????????????????????????????????????? ????????
43 El asesinato de la periodista Hanalí Huaycho por su cónyuge, un teniente de la policía, en febrero 2013 
atrajo mucha atención mediática y política (debido a la relativa notoriedad de la víctima) y reactivó una 
ola de protesta social, no solo por la brutalidad del crimen (Hanalí Huaycho murió a consecuencia de 15 
puñaladas), sino también por ser un caso emblemático de feminicidio que visibilizó la inercia y falta de 
acción de las instituciones estatales y policiales frente a las denuncias precedentes de la víctima. Para 
mayor información véase, por ejemplo: La Razón: “Hanalí Huaycho temblaba de miedo frente a Jorge 
Clavijo”, URL:  http://www.la-razon.com/ciudades/Hanali-Huaycho-temblaba-Jorge-Clavijo_0_1783021 
717.html (consultado el 14 de mayo de 2016).  
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los mecanismos institucionales para la mujer y su sostenibilidad y efectividad. A pesar 
de las críticas, la ley representa, sin embargo, indudablemente una base importante 
para la operatividad de muchas instituciones: en el caso de las entes estatales, este 
marco legal define sus responsabilidades y modos operativos así como también 
conlleva una (incipiente) institucionalización en el organigrama de la estructura 
gubernamental, lo que además implica una obligatoriedad financiera de los gobiernos 
municipales de tener, fortalecer y sostener entidades como el SLIM.  
Al mismo tiempo, la Ley N° 348 altera también las actividades de las 
organizaciones sociales y redes interinstitucionales por (re)definir el campo de los 
actores, entre los cuales los esfuerzos individuales e institucionales deben ser 
articulados. En este sentido, la ley misma ha abierto una nueva línea de trabajo, 
acumulando y aglutinando así a los diversos actores y formulando nuevos objetivos 
comunes. De cierta forma, su promulgación impulsó, por ejemplo, la creación de la red 
regional: como señala una de las coordinadoras de Inter Redes, la idea básica fue 
trabajar y reflexionar a partir de la Ley N° 348 para incidir a nivel municipal y empujar 
así su cumplimiento. Similarmente, el análisis de las posibilidades y dificultades de la 
ley así como su difusión fueron actividades rápidamente adoptadas por las redes 
municipales, de modo que ofrecía (y ofrece) una base común de interacción y 
coordinación entre los distintos participantes.  
Considerando la pretensión de los actores de la sociedad civil de ejercer control 
social y seguimiento a las iniciativas estatales, la existencia de esta base legal presenta, 
por tanto, una herramienta importante para la incidencia política de las organizaciones, 
tanto estatales como no gubernamentales, en la cual particularmente las faltas en su 
implementación forman el eje principal de las acciones conjuntas de los diferentes 
actores. Estos procesos apuntan a una ampliación – y hasta a una transferencia – del 
enfoque operativo de las actividades de los diferentes actores, que ahora circula 
alrededor (de la exigencia) del cumplimiento de la ley misma. Aunque su creación 
haya sido más que todo simbólica y paliativa, la ley funciona, sin embargo, como un 
fondo para plantar las demandas, además de ofrecer un marco legitimador para la 
articulación de las intervenciones e iniciativas.  
 
3.2.2 Retos estructurales: La institucionalización de los procesos  
A pesar de la existencia de una base legal que parte de la suposición de la 
funcionalidad de las instituciones públicas, éstas mismas se ven enfrentadas con 
problemas estructurales, como una falta de institucionalización de sus recursos 
humanos y económicos. Como consecuencia, hay una inestabilidad y fluctuación alta 
de personal, que además de afectar a las instancias mismas, también perjudica – aparte, 
por supuesto, de las víctimas – el trabajo de las ONG, ya sea en el acompañamiento de 
casos, en proyectos de capacitación u otros proyectos de colaboración. 
Según Jaqueline Flores Cáceres del CDC, la falta de ítems (contratos fijos) 
corresponde a una política del gobierno municipal que empezó ya hace varios años; no 
obstante, desde el último cambio de autoridades en la alcaldía de Cochabamba en junio 
2015, el reemplazo del personal sin considerar ni la antigüedad ni la experiencia 
profesional de los funcionarios ha sido más drástico. En la FELCV, la 
institucionalización del personal parece ser más sólida, debido a la permanencia 
obligatoria de un mínimo de dos años de los efectivos en las oficinas. Además, como la 
policía tiene un estatus más independiente, los cambios de gestiones políticas no les 
afecta de la misma manera.  
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En vista de esta falta de institucionalización (no solo del personal sino de todo el 
proceso), la dependencia de la voluntad política representa un factor crucial en la 
ejecución de iniciativas y actividades: en el caso positivo, esa dependencia posibilita la 
creación de muchas iniciativas no previstas así como una ejecución eficiente e integral. 
En el caso negativo, sin embargo, existe la probabilidad de incumplimiento y hasta el 
peligro de revertir presupuestos recibidos y destinarlos a otros fines. La coordinadora 
de Inter Redes lo describe así:   
“El trabajo que se hace en los municipios es un trabajo muy articulado; sí, se logra 
este tipo de cosas pero también se puede caer si es que no haya un alcalde 
sensibilizado y con mucha voluntad para continuar el trabajo que otros alcaldes han 
hecho” (entrevista con María Villarroel). 
Finalmente hay casos en que sí existe la voluntad política, pero muchas veces el 
presupuesto no está acompañando este interés.  
Obviamente, no solo el qué sino también el cómo es crucial en la articulación de 
iniciativas, particularmente cuando se trata de un tema tan complejo como la violencia 
contra la mujer. Una institucionalización deficiente del personal como también del 
proceso en sí aumenta la posibilidad de malinterpretación de la problemática, ya que el 
desconocimiento de la materia – debido justamente a la falta de calificaciones y 
experiencia laboral – por parte de los funcionarios públicos o encargados de las 
instancias estatales lleva a la emisión de mensajes transformados y, ocasionalmente, 
malinterpretados.  
Un ejemplo evidente fue la elección del eslogan por parte de la gobernación para 
su actividad en el marco del Día Internacional de la Eliminación de la Violencia contra 
la Mujer el 25 de noviembre 2015, que decía “La violencia daña, sé más dulce”. El 
eslogan fue criticado duramente, tanto por las activistas feministas como también por 
las instituciones y redes. Según una integrante de un colectivo de mujeres, el eslogan 
además es ejemplar para el discurso estatal en general, ya que es “súper superficial, 
despolitizado [y] además descontextualizado”, y que transmite un doble mensaje 
“tratando de decir a las mujeres que si hay eso, es por tu culpa” (entrevista con 
Alejandra Escobar). El reto para los actores individuales, institucionales y las redes es, 
por tanto,  
“cómo lograr que nuestras propuestas, nuestras experiencias de muchos años 
recorridos y de un manejo de la temática con mucho cuidado, […] puedan escuchar 
ellos [los actores gubernamentales]” (entrevista con María Villarroel). 
Las incoherencias que algunas iniciativas o intervenciones revelan radican, por un lado, 
en una falta de conocimiento, por otro lado pero también en la distinción entre lo que 
Htun y Weldon (2010) llaman políticas doctrinales y no doctrinales, ya que ciertos 
aspectos de la violencia contra la mujer afectan normas y paradigmas (social y 
culturalmente) dominantes por lo cual impiden un avance, mientras que otras áreas no 
registran estos conflictos, de modo que políticas progresivas son fácilmente realizables. 
Además, la ya mencionada reluctancia por parte de ciertos actores estatales hacia el 
feminismo como producto (neo-)colonial (Rousseau, 2010; Zabala Canedo, 2012) 
paralelamente a un uso difuso e impreciso del término de despatriarcalización (Aillón, 
2015; Burman, 2011; Ybarnegaray Ortiz, 2011) probablemente contribuyen a ciertas 
incoherencias en las articulaciones.  
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3.2.3 Retos conceptuales: el énfasis en el enfoque jurídico  
Los esfuerzos de los diferentes actores en el ámbito del combate a la violencia contra la 
mujer no solamente se ven dificultados por factores operativos y estructurales en la 
implementación de la ley y sus medidas, sino también por retos más generales respecto 
a la aproximación conceptual a la temática. A pesar del diseño de la Ley N° 348, que 
plantea un abordaje integral de la problemática (que abarca no solamente la sanción, 
sino también la prevención, atención y restitución), la mayoría de las personas 
entrevistadas destacan su orientación y aplicación extremadamente punitiva y 
sancionadora, ya que la violencia contra la mujer es conceptualizada y aproximada 
principalmente como un delito público penal. Mientras que según algunas opiniones, 
estas medidas represivas pueden generar aún más agresión y reforzar así la dinámica 
violenta, otros recalcan que en pocos casos este procedimiento corresponde a las 
necesidades y posibilidades de las víctimas, considerando sus implicancias 
emocionales (ya que en la mayoría de los casos el acusado es la propia pareja) además 
de que, sobre todo en contextos indígenas-campesinos, este procedimiento discuerda 
del contexto socio-cultural y frecuentemente ni siquiera existen las facilidades de 
formalizar una denuncia.  
Además, el proceso jurídico implica (pese a su supuesta gratuidad) costos 
económicos y de tiempo – costos que muchas mujeres no pueden realizar. El 
desistimiento de un gran número de mujeres durante el proceso de denuncia es, por 
tanto, una consecuencia que dificulta también el trabajo de las instituciones que 
acompañan justamente casos respectivos. Al mismo tiempo, el carácter punitivo de la 
ley significa también un incremento enorme de la carga del Ministerio Público, lo que 
se manifiesta en el número de casos que quedan pendientes. Esta retardación de la 
justicia, a su vez, fomenta la (percepción de) impunidad de los delitos. La falta de 
alternativas al proceso penal es, por ende, criticado por muchas personas, tanto por 
razones prácticas como también culturales y sociales.  
La mirada punitiva que está fomentada por el marco legal y práctico actual 
impide también una discusión verdadera del origen de la violencia, es decir del 
machismo y las estructuras sociales patriarcales, como señala, entre otros, el 
coordinador de la Red Cochabamba Willmer Galarza. Es más, la supuesta 
mensurabilidad de las denuncias puede llevar a (la instrumentalización de) 
conclusiones precipitadas sobre los avances en la problemática, aunque “el éxito de las 
campañas no está en la cantidad de denuncias” (entrevista con Jacqueline Rojas 
Heredia, periodista y activista). Esta fijación con la denuncia puede abocar también a 
una negligencia del aspecto psicosocial en la atención a la víctima, por lo cual el 
enfoque supuestamente integral del marco legal e institucional es socavado.   
La revictimización que muchas mujeres experimentan durante este proceso 
representa un gran problema, causado entre otros por problemas estructurales como la 
falta de institucionalización del personal de las instancias encargadas. Los 
procedimientos y el discurso oficial tienden, además, a corresponsabilizar a la mujer 
por transmitir el mensaje de que es ella que puede hacer parar la violencia por 
denunciar. Sin embargo, varias personas entrevistadas destacan lo ilusorio de este 
discurso, “¡porque sabemos que no es así! Una mujer que sufre violencia psicológica o 
física, no puede denunciar si no tiene un entorno favorable y si el Estado no 
promociona estos servicios” (entrevista con Jaqueline Flores Cáceres, CDC). Estos 
problemas evidencian las limitaciones de actividades y campañas exclusivamente 
focalizadas en las mujeres – una manera de trabajar que según Sandra Aliaga, 
periodista y activista, origina en el proceso de incidencia política de los movimientos 
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de mujeres de los últimos treinta años, donde los hombres no han sido convocados 
adecuadamente; el tema de las relaciones de poder inequitativas habría sido debatido 
casi exclusivamente entre mujeres, cuando en realidad se trata de una problemática 
social que atañe tanto a los hombres como también a las mujeres. 
Pese a las críticas del enfoque jurídico exagerado así como la focalización en las 
mujeres que dominan (por lo menos en la práctica actual) las acciones estatales en este 
ámbito, esta situación abre también nuevos espacios para las instituciones privadas en 
las áreas de atención psicosocial así como en la prevención mediante un trabajo 
integral y comunitario. Varios integrantes de ONG destacaron, por tanto, también la 
necesidad de trabajar más cercanamente con las organizaciones de base (como 
sindicatos, OTB, comerciantes, transportistas etc.), específicamente en la prevención y 
sensibilización y hasta integrarlos en las redes para darles más peso, más legitimidad y 
finalmente más acceso también a la arena política. Este enfoque corresponde, además, a 
la política general que se relaciona más directamente con la población misma 
(Monasterios, 2007; Rousseau, 2011; Schilling-Vacaflor, 2011) y que representa una 
tendencia universal, como hemos visto en el segundo capítulo, de las ONG (feministas) 
(Alvarez, 2009).  
 En general, se puede constatar que particularmente la creación de la Ley N° 348 
(y sus implicaciones para el nivel institucional) representa un instrumento crucial para 
las acciones de incidencia política de los diferentes actores involucrados, ya que 
proporciona una base legal y legitimadora a partir de la cual las demandas pueden ser 
formuladas mientras que también constituye un ‘campo de encuentro’ en que las 
acciones de, e interacciones entre dichos actores pueden y deben ser articuladas. Sin 
embargo, el énfasis en la dimensión jurídica que todavía domina la mayoría de las 
iniciativas discursivas y prácticas – debido también a la visibilidad, inmediatez y 
mensurabilidad del procedimiento jurídico –  dificulta un abordaje más integral de la 
raíz de la problemática. Pero no solamente aspectos conflictivos de la temática misma, 
sino también problemas estructurales más generales afectan el nivel operativo, tanto de 
los actores de la sociedad civil como de las entidades estatales mismas. La falta de 
institucionalización del personal dificulta la ejecución efectiva de iniciativas a todos los 
niveles, además que se evidencia una falta de institucionalización del proceso más 
general por los retos que plantea la adopción de discursos por actores ‘no feministas’, 
ya que – como señalan también Alvarez et al. (1998) – los mensajes originales 
frecuentemente son ajustados, transformados o hasta subvertidos. Frente a estos 
desafíos, la inserción estatal significa, por tanto, para muchos actores de la sociedad 
civil caminar por la cuerda floja por simultáneamente apoyar las respuestas y acciones 
estatales y evitar (o por lo menos reducir) el riesgo de volverse cómplices de iniciativas 
posiblemente contraproducentes.  
 
3.3  La pregunta eterna: ¿con o contra el Estado - y cómo? 
Una cuestión central que surge en este panorama – principalmente entre los actores de 
la sociedad civil y su pretensión de ser una instancia fiscalizadora y de control social – 
gira alrededor del grado de autonomía de los actores involucrados y el alcance 
transformativo y efectivo de sus esfuerzos. El posicionamiento hacia el Estado y su 
implicación para las estrategias operativas adoptadas, las condiciones sociopolíticas 
alteradas en el caso de Bolivia, así como las tendencias y procesos en la acción 
feminista a escala regional representan todas variables importantes en el análisis del 
nivel operativo de los actores interesados.   
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3.3.1 Las aproximaciones teóricas y prácticas de los actores involucrados 
Por parte de las instituciones no gubernamentales, la cooperación con los entes 
estatales es considerada imprescindible, lo que se manifiesta en el alto nivel de 
interacción entre ellos, especialmente a través de las redes interinstitucionales que han 
sido creadas y/o fortalecidas durante los últimos años. Una de las ideas básicas que 
subyace y motiva estos esfuerzos colaborativos es la posibilidad de hacer (más o menos 
directamente) incidencia en las entidades públicas. Estas formas de interacción no 
solamente han beneficiado a los actores institucionales no gubernamentales en empujar 
y realizar sus demandas, sino también a la contraparte estatal o municipal. De esta 
manera, los SLIM recibían en su fase inicial amplio apoyo de organizaciones de la 
sociedad civil, lo que posibilitó un reconocimiento oficial paulatino de la instancia, no 
solo a nivel municipal sino también nacional. Similarmente, se obtuvieron, por ejemplo, 
mejoras en las condiciones laborales e infraestructurales de entidades como la FELCV. 
En general, un trabajo de sensibilización y cabildeo directo con autoridades locales y 
figuras claves ha resultado ser muy exitoso en varios casos, especialmente cuando se 
contaba con aliados dentro de las instancias estatales mismas. 
 En vista de la preocupación general sobre las capacidades operativas limitadas y 
las faltas de conocimiento y experiencia de los funcionarios y actores públicos 
involucrados en el combate a la violencia contra la mujer, los talleres de capacitación – 
mayormente por propia iniciativa de las ONG – representan otra estrategia de las 
instituciones para incidir directamente en el nivel oficial-estatal. Sin embargo, la 
posibilidad de operar de esta manera no siempre es garantizada, como indica la 
coordinadora del CDC, Jaqueline Flores Cáceres, ya que depende de la voluntad de las 
cabezas de las entidades estatal, si quieren abrirles las puertas a las instituciones o no. 
Desconfianza y recelos dificultan o inhiben a veces un intercambio de experiencia y el 
aprovechamiento de conocimiento ya existente, lo que lleva a esfuerzos paralelos. 
Además, como apuntan algunos entrevistados, la mencionada escasez de recursos 
genera también en ciertas situaciones celos institucionales que dificulta, entre otros, la 
coordinación de iniciativas conjuntas, debido a los “afanes necesarios de cumplir los 
indicadores de tus proyectos como institución” (entrevista con Willmer Galarza), tanto 
en el caso de instituciones gubernamentales como no gubernamentales.  
Considerando las tensiones presentes – debido también a las alteraciones del 
contexto político y económico – para los participantes, y más específicamente los 
integrantes de las redes, un procedimiento cauteloso es imprescindible para evitar 
futuras divisiones. Esto implica una ponderación constante a fin de unificar las 
agendas y al mismo tiempo respetar (y hasta fomentar) las diferencias y necesidades 
locales y circunstanciales – una tarea compleja para las redes. Pilar Ponce de León 
(directora de Wiñay Pacha, coordinadora de la red Sacaba e Inter Redes) describe la 
aproximación así:  
“La idea de Inter Redes y de las redes en general no es restarse sino sumar; no es 
pelearnos sino tratar de trabajar juntos y juntas, aunque a veces no es tan fácil porque 
a veces tenemos que ser críticos frente a las dificultades, entonces se van generando 
problemas y un poco de antipatías; pero la idea es siempre ir sumando y no restando, 
entonces queremos siempre ser muy cuidadosos en este sentido.” 
La necesidad de encontrar un consenso evita obviamente el debate sobre asuntos más 
radicales o controversiales como el aborto o las diversidades sexuales, que 
necesariamente forman parte de las reflexiones feministas; como señala Willmer 
Galarza, coordinador de la Red Cochabamba, la diversidad de posiciones de las 
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instituciones individuales, en combinación con “la coyuntura actual en la cual está tan 
difícil el tema del financiamiento y la sobrevivencia de las ONG y fundaciones […] no 
está permitiendo mucha libertad de posicionamiento [feminista]”.  
 Lógicamente, estas limitaciones definen también – en menor o mayor grado – las 
posibilidades de intervención (y sus posibles alcances) de estos actores institucionales. 
Frecuentemente colocada como su contrapartida son los colectivos de mujeres 
autónomas, que en el caso de Cochabamba son representados principalmente por el 
Colectivo de mujeres libertarias Imillas, la Comunidad de Música Autóctona Warmi 
Pachakuti y el colectivo Las Ramonas. Alejandra Escobar, integrante de las Warmi 
Pachakuti, describe el panorama de los actores así: 
“Son grupos de instituciones o de personas que trabajan en torno a lo que la ley 
marca, ellos están metidos en este mambo y tienen que trabajar en este ámbito. El 
otro grupo es como de las compañeras, […] desde una mirada crítica, autónoma, no 
tiene financiamiento de ningún tipo de ONG […] y su mirada es netamente crítica, 
no deben nada a nadie.”  
Según Eliana Quiñones Guzmán, integrante de las Imillas, estos colectivos pertenecen 
a un fenómeno nacional de grupos pequeños que se encuentran fuera de tanto el 
feminismo institucional como también del feminismo interpretado por Mujeres 
Creando. A través de acciones culturales y mediáticas pretenden romper estereotipos 
para deconstruir lógicas patriarcales y tener impacto social desde un “ámbito teórico y 
vivencial”: parten, por tanto, de la vivencia propia, desde lo micro y las 
transformaciones en la vida cotidiana, ya que  
“es bien importante hacer estas luchas [estructurales] micros, de espacios pequeños 
comunitarios y colectivos, espacios de transformación, porque son esos que van a 
quebrar este capitalismo y este patriarcado. Quebrando, quebrando, quebrando hasta 
que en algún momento hacen también temblar al macro” (entrevista con Eliana 
Quiñones Guzmán).  
Evidentemente, por no comprometerse ni política ni económicamente con ninguna 
instancia, esta posición autónoma de los colectivos y activistas les da más posibilidades 
de actuar y responder a eventos, ya que su estructura organizacional permite acciones 
ad hoc y no tienen restricciones institucionales o estratégicos; además, especialmente a 
través del ciberactivismo pueden extender su alcance e impacto (visual) 
significativamente más allá de la dimensión local. Estos colectivos de mujeres 
incorporan mayormente posicionamientos hacia el Estado que en el primer capítulo de 
este trabajo han sido representadas en el contexto histórico (y – importante mencionar 
– principalmente occidental) como radicales, socialistas o marxistas y corresponden a 
una visión dicotómica hacia el ente estatal44 (Charles, 2000; Friedman, 2000; Waylen, 
1998). En cambio, los actores institucionales o ‘institucionalizados’45 aluden – tanto en 
su posicionamiento teórico como también en su aproximación práctica – a la pluralidad 
de la estructura estatal y los diversos sitios y arenas para incidir (véase también: 
???????????????????????????????????????? ????????
44 Esta clasificación no pretende ser ni absoluta, ni conclusiva, debido al origen de estas denominaciones 
radicadas en un feminismo principalmente occidental. En el caso boliviano, las corrientes feministas son 
mucho más diversas y abarcan otras dimensiones étnico-culturales que no son consideradas ni incluidas 
en las corrientes ‘tradicionales’. Sin embargo, en este caso me baso en esta tipificación debido a los 
posicionamientos que sí parecen coincidir y corresponder a los posicionamientos de estas ramas feministas.  
45 Como se expuso antes, es preciso recordar que los actores institucionales activos en la temática no se 
identifican necesariamente con una posición feminista, lo que, en cambio, el término ‘institucionalizado’ – 
en vista de la discusión entre feministas ‘autónomas’ y ‘institucionalizadas’ –  sugiere. No obstante (y al 
riesgo de generalizar injustificadamente), al referirme a los actores institucionales sí presupongo un 
mínimo compromiso feminista, ya que el combate a la violencia contra la mujer se basa (en su esencia 
original) en una demanda feminista. El uso del término ‘institucionalizado’ aquí debería servir para marcar 
la diferencia con los actores ‘autónomos’. 
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Friedman, 2000; Molyneux, 2000; Waylen, 1998). Claramente, su campo de acción y 
expresión se ve limitado por la necesidad de moverse dentro de los marcos 
establecidos, mientras que también les da (cierto) acceso a las arenas de poder político, 
especialmente al nivel municipal.  
 
3.3.2 La cuestión de la autonomía: ¿realmente una pregunta clave? 
Una de las principales críticas de estos grupos de mujeres cuestiona justamente la 
cercanía entre las instituciones y los actores estatales que abre el campo para su 
cooptación por parte del gobierno. Debido a las limitaciones del campo operativo de 
las ONG por su rigidez institucional y su dependencia del financiamiento extranjero y 
la voluntad política, así como su encuadramiento en una temática específica (en este 
caso la violencia contra la mujer), este feminismo institucional “ha perdido en absoluto 
la capacidad subversiva de las organizaciones de mujeres” (entrevista con Eliana 
Quiñones Guzmán). Sin embargo, la coordinadora de la ONG Oficina Jurídica para la 
Mujer, Esther Otero, apela enfáticamente a la necesidad de matizar: 
“Nosotros, por ejemplo, no tenemos ningún problema en coordinar con cualquier ente, 
por ejemplo coordinamos con la policía, con el juzgado, con la alcaldía y con el SLIM, 
porque consideramos necesario hacer ese trabajo, incluso capacitarles, apoyarles para 
hacer su trabajo. Pero es muy diferente a aliarte con ellos y a responder a sus 
mandatos y actuar de la manera que quieren. Incluso con la cooperación, muchas 
veces te dice «quiero que me hagas esto así», pero si no me interesa no lo voy a hacer, 
por mucha plata que me des. Y otras organizaciones han dicho «¡ya, lo hacemos!» 
[…]. Obviamente entiendo que es un dilema, pero al final estás manteniendo tu 
salario, no estás manteniendo tu objetivo institucional.”  
La cuestión de la autonomía y la objetividad de las instituciones, específicamente en 
perspectiva futura de recursos aún más reducidos, no ha sido visibilizada o debatida 
explícitamente ni dentro de las instituciones, ni dentro de las redes, como señala la 
coordinadora de Inter Redes María Villarroel. Sin embargo, durante varias entrevistas 
los integrantes de las redes se mostraron frecuentemente (auto)críticos, reconociendo, 
entre otros, las tensiones entre iniciativas esenciales para un combate efectivo de la 
violencia y la necesidad de responder a una agenda de la red que inhibe estas mismas. 
El coordinador de la Red Cochabamba, Willmer Galarza, advierte, además, que 
en vista de la pretensión de las ONG de ejercer control social, particularmente en la 
articulación de las redes, se debería evitar una negociación de este espacio de control 
social, quiere decir “marcar bien la cancha” para no ser “cómplices de este 
aletargamiento de la falta de compromiso político”. En vista de la interacción estrecha 
entre las diferentes instancias públicas y privadas se evidencia la complejidad de este 
reto, ya que “la participación (que involucra en cierta manera una cogestión con el 
Estado) pone en cuestión el principio de autonomía o independencia necesarias para 
ejercer desde afuera este derecho […]” (Komadina Rimassa, 2011: 54).  
Para obtener dicha autonomía, es imprescindible para los actores del control 
social de contar con ciertos recursos formales e informales que constituyen el “poder 
de decisión” – por tanto, una mera auto-nominación de ser actor de control social no es 
suficiente (op. cit.: 50). Además, el criterio de la autonomía no solo aplica a los 
participantes de la sociedad civil, sino también a los actores estatales. Como subraya 
Esther Otero de la Oficina Jurídica para la Mujer:  
“A mí me parece muy importante que las entes estatales formen parte de la red, 
porque obviamente hay que coordinar con ellos, pero a la vez hay que tener ciertos 
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límites – sobre todo ellos tienen que tener ciertos límites, porque es a ellos a quiénes 
les vamos a hacer control social.” 
Los entes estatales requieren, consecuentemente, también cierto grado de 
independencia para desarrollar sus propias actividades y mecanismos. Sin embargo, el 
mismo sujeto del ejercicio del control social – la sociedad civil – suscita algunas 
dificultades, ya que, como también subrayan Alvarez et al. (1998: 17-18), no se trata de 
una entidad homogénea, equitativa y altruista; como puede ser observado también en 
el presente caso de estudio, existen tensiones y conflictos dentro de este espacio, en el 
cual los actores parten de posiciones y posicionamientos muy diferentes y donde los 
intereses individuales compiten entre sí (por motivos personales, económicos, 
estratégicos, etc.), no siempre alineados con la causa en cuestión. Ya solo la definición 
del ‘objetivo común’ – en este caso la eliminación de la violencia contra la mujer – 
representa un reto conceptual, considerando que las opiniones sobre qué aspectos 
forman parte de la problemática y qué medidas son necesarias para su combate 
pueden divergir significativamente: mientras que el derecho al aborto, por ejemplo,  
para algunos constituye un elemento fundamental de la lucha contra la violencia contra 
la mujer, para otros el combate es posible sin tocar esta temática.  
Pese a esta complejidad, y como señalaron varios autores (Aillón, 2015; Alvarez, 
1998; Friedman, 2009a; Matos y Paradis, 2013; Monasterios, 2007; Zabala Canedo, 2012) 
en términos más generales, parecen existir también aquí dos visiones y aproximaciones 
opuestas, una que quiere generar una transformación estructural desde una posición 
autónoma del Estado como también de cualquier otra forma institucional, sea ésa 
gubernamental o no; estos actores persiguen una estrategia de micro-política, donde el 
objeto de incidencia es antes que nada el sujeto social mismo. En cambio, la visión y el 
objetivo de los actores ‘institucionalizados’ es provocar un cambio desde dentro de la 
estructura estatal, quiere decir desde el interior del marco institucional y legal 
establecido por el Estado. Evidentemente, estas divisiones ya existían desde antes; sin 
embargo, por el debilitamiento de varias instituciones no gubernamentales – causado 
por las reducciones de sus recursos (y posibilidades) – es probable que haya una mayor 
inestabilidad en este campo de actores, lo que expone más claramente divisiones 
ideológicas así como sociales y étnico-culturales. Una mayor necesidad de las 
instituciones de colaborar con el Estado se ve acompañada por una necesidad 
intensificada de demarcar su posición. En este contexto, buscar el apoyo a través de 
redes y enmarcar las actividades en el marco prescrito son probables respuestas de los 
actores institucionales, mientras que las ‘autónomas’ mantienen su posicionamiento 
que les permite más libertades, pero sin acceso (directo) a las arenas de la formulación 
y ejecución de políticas.  
A pesar de estas divisiones y posicionamientos claramente definidas a nivel 
discursivo, en la práctica los límites frecuentemente se borran, de modo que muchos de 
estos actores ‘institucionalizados’ también se identifican con las posiciones de las 
integrantes de los grupos de mujeres, por lo cual asumen de cierta manera un carácter 
de ‘doble militancia’. Considerando la situación actual en que las ONG tienen que 
articularse, éstas activistas pueden ser claves para mantener la orientación de las 
instituciones en este ambiente (véase también: Okeke-Ihejirika y Franceschet, 2002; 
Weldon, 2002; Weldon y Htun, 2013). Pero aún más: el espacio que ha sido abierto por 
la creciente importancia del combate a la violencia contra la mujer ha creado también 
nuevos conflictos dentro de las redes e instituciones, ya que pueden ser usadas por 
beneficios individuales en vista de las nuevas oportunidades laborales que ahora 
existen a nivel político; simultáneamente, estas personas igualmente pueden funcionar 
como aliados de los actores no estatales para empujar e institucionalizar una agenda 
feminista dentro de los organismos estatales – un factor que por los académicos ha sido 
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identificado como crucial en el debate sobre el feminismo estatal (Lovenduski, 2005; 
Mazur y McBride, 2008; Rhode, 1994; Weldon, 2002). 
 
 
 
 
El nuevo marco operativo, impulsado y reforzado por la Ley N° 348, implicó en 
primera instancia una redefinición y renegociación de los papeles y responsabilidades 
de los diferentes actores. Debido al consenso general de que el combate a la violencia 
contra la mujer es el deber del Estado, acompañado también por las tendencias de un 
mayor protagonismo estatal en el área de políticas sociales simultáneamente a una 
incipiente reducción de la base financiera de las ONG, se puede observar una 
acomodación gradual en el ámbito del control social de los actores de la sociedad civil 
(anteriormente los protagonistas del campo de acción respectivo).  
 Para ejecutar este rol fiscalizador, que constituye mayormente en el seguimiento 
de las acciones estatales, la ley proporciona una base legal y legitimadora importante, 
tanto para la formulación de las demandas como también para las actividades 
concretas de incidencia política. Además, debido al nuevo marco legal e institucional se 
ha abierto un campo de interacción que facilita y requiere colaboraciones con los 
actores estatales. Estos esfuerzos conjuntos han posibilitado diversas iniciativas 
progresivas, pero también han sido dificultados tanto por fallas de la (aplicación de la) 
ley misma, como también por problemas estructurales más generales.   
 En vista de la redistribución de los papeles, la adopción de actividades diferentes 
y los cambios en los modos de operar, se plantea – especialmente desde las activistas 
feministas – la cuestión de la autonomía y seriedad de los actores involucrados y 
evidencia las tensiones que existen entre cooperación y cooptación. Indudablemente, 
esta cuestión tiene que ser discutida, especialmente en vista de una creciente necesidad 
de legitimidad, tanto de las ONG como también de las activistas feministas respecto a 
sus actividades así como  su representatividad. No obstante, tampoco se debería hacer 
caso omiso de las posibilidades y ventajas que la permeabilidad de las organizaciones 
privadas como también estatales ofrecen, considerando la ‘doble militancia’ que 
muchas de las personas involucradas, tanto en el nivel institucional como estatal, 
ejercen – un posible potencial clave para el avance de la incorporación de una agenda 
feminista, aún más en combinación con la presencia de grupos de mujeres autónomas 
y su promesa: “Falta mucho andar, pero estamos aquí, dignas, rebeldes, insumisas, 
indomables” (entrevista con Eliana Quiñones Guzmán). 
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Conclusión  
El presente estudio indagó las implicaciones de la construcción de un feminismo 
estatal para el nivel operacional de la acción feminista y sus demandas. El análisis 
ejecutado en este trabajo se centró principalmente en las articulaciones tanto estatales 
como civiles en el combate a la violencia contra la mujer en Bolivia bajo el gobierno de 
Evo Morales (2006-), y en particular en el espacio de tiempo desde la promulgación de 
la Ley N° 348 en marzo 2013, ya que esta ley impulsó modificaciones significativas del 
marco legal, operativo, discursivo e institucional para el abordaje de la problemática. 
El periodo en cuestión se distingue, además, por diversos cambios en el panorama 
sociopolítico boliviano (muchas veces denominado ‘posneoliberal’), implicando, entre 
otros, una redefinición de las relaciones entre Estado y sociedad civil por la creación y 
profundización de mecanismos participativos e inclusivos – lo que en el caso boliviano 
generó también el surgimiento de nuevos actores políticos y sociales – junto con un 
fortalecimiento del poder ejecutivo y una mayor presencia estatal en los ámbitos 
económicos, sociales y políticos. 
Mediante este estudio de caso enfocado en la región metropolitana de 
Cochabamba, las repercusiones del involucramiento estatal para el abordaje concreto 
de la problemática al nivel operacional e institucional de los diferentes actores han sido 
ubicadas en tres ámbitos diferentes: (1) a nivel de los actores, ya que sus papeles y 
responsabilidades tenían (y tienen) que ser redistribuidos y renegociados de acuerdo al 
nuevo contexto sociopolítico e institucional; (2) a nivel del abordaje de la problemática 
por crear nuevos instrumentos normativos respectivamente palancas de incidencia 
política y control social, abrir y ampliar campos de encuentro, interacción y 
articulación conjunta entre actores estatales y civiles, al mismo tiempo que plantear 
nuevos retos operativos, estructurales y conceptuales para la integr(al)idad, eficacia, 
coherencia y sostenibilidad de las intervenciones; y finalmente (3) a nivel del 
posicionamiento (teórico y estratégico) de los actores involucrados de la sociedad civil 
hacia el Estado, debido a la (re)activación de la cuestión sobre el grado de autonomía 
de los interesados y sus consiguientes posibilidades operacionales.  
Pese al enfoque local del presente análisis, el caso de Cochabamba evidencia que 
las implicaciones de la inserción estatal en la temática de la violencia contra la mujer 
están estrechamente vinculadas al, y entrelazadas con, el marco contextual y coyuntural 
dentro del cual las respectivas iniciativas son articuladas. Debido al carácter heterogéneo, 
dinámico y variable de (la relación entre) las dos categorías de Estado y feminismo y 
sus actores, la identificación e interpretación de las implicaciones de la construcción de 
un feminismo estatal para la acción feminista difícilmente puede partir desde una 
conceptualización y argumentación esencialista y categórica. La contextualización es 
imprescindible para un entendimiento de las repercusiones de la participación estatal 
sobre el potencial subversivo de los planteamientos y articulaciones feministas, ya que 
esta relevancia del contexto implica también tensiones contextuales peculiares que 
solapan (y/o interfieren en) las cuestiones y conflictos procedentes de la relación entre 
feminismo y Estado.  
Una primera tensión se evidencia entre los discursos y propuestas supuestamente 
anti- y posneoliberales y sus legados, ya que es inevitable reconocer que muchos de los 
actuales esfuerzos y acciones estatales en el ámbito en cuestión tienen su comienzo en la 
época neoliberal. Por ende, varias iniciativas no son creaciones del gobierno actual, sino 
ampliaciones o profundizaciones de proyectos ya anteriormente existentes. Así como 
las acciones estatales (y en ciertos casos también no estatales) no proceden exclusivamente 
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de la coyuntura momentánea, lo mismo es el caso con los conflictos y debates entre los 
actores, los cuales también son productos de desarrollos previos: la discordancia 
respectivamente división entre los actores feministas autónomos e institucionalizados se 
origina en el surgimiento de las ONG en los años 80 y 90 y, con excepción de algunos 
casos aislados, la polarización entre estos dos grupos no parece haber aumentado de 
manera significativa bajo el gobierno actual.  
La cuestión de la autonomía frente al Estado parece haber sido debatida, definida 
y ‘resuelta’ anteriormente, en vista de que las divisiones en el campo de los actores 
feministas que surgieron de este debate siguen existiendo inalteradamente (quizá algo 
más pronunciadas). Considerando que la definición de los actores, sus posiciones y los 
conflictos entre ellos, así como también las acciones prácticas son en gran parte legados 
de los procesos anteriores, un análisis comparativo entre el periodo neoliberal y 
posneoliberal y sus abordajes de asuntos de género (específicamente en vista de la 
incorporación de mecanismos participativos) podría contribuir a una comprensión más 
profunda y diferenciada de los desarrollos actuales.  
Una preocupación más (o igualmente) crucial que la de autonomía/cooptación – 
y aunque ni formulada ni asentada en el debate público o extraoficial – parece ser la 
búsqueda de legitimidad de los actores. Esto se debe principalmente al panorama 
gubernamental actual – un panorama que está socavando las bases legitimadoras de 
los principales actores anteriores de intervenciones (feministas) mediante la 
formulación de una propuesta de género propia, la preferencia de actores alternativos 
principalmente alineados con su propia línea político-ideológica, y hasta por políticas 
económicas e institucionales que debilitan significativamente la base material de los 
actores no gubernamentales y, por tanto, su capacidad operativa como también su 
posible alcance. Paralelamente se constata una continua pluralización de actores, 
causada, entre otros, por una transversalización cada vez mayor de la perspectiva de 
género entre los diferentes sectores y niveles políticos, sociales e institucionales, por lo 
cual el trabajo en ámbitos originalmente feministas ya no está reservado 
exclusivamente para aliados y representantes de postura feminista.  
Mediante el presente estudio del caso cochabambino se investigó cómo los 
diferentes actores – particularmente los actores institucionales no gubernamentales – 
intentan resolver esta cuestión para conservar y/o obtener legitimidad dentro del 
panorama actual. Pese a las grandes diferencias en cuanto a su posicionamiento hacia 
el Estado y su modo de operar, los actores de la sociedad civil convergen en el punto 
de asumir un papel de control social respectivamente fiscalizador de las acciones 
estatales en el combate a la violencia contra la mujer, que según ellos es la 
responsabilidad del Estado – esto sintoniza (intencionalmente o no) con el discurso 
oficial del gobierno, sus prácticas y hasta con los principios de la constitución que 
apuntan a un fortalecimiento del Estado en diversas áreas políticas, entre ellos en las 
áreas sociales, al mismo tiempo que pretende ser un gobierno popular, basando su 
legitimidad en la inmediatez de los lazos establecidos con el pueblo y la participación 
popular directa en los procesos políticos. En esta redefinición del Estado, la sociedad 
civil debería funcionar de manera coadyuvante pero también controladora. 
No obstante, una segunda tensión representa justamente el concepto de control 
social, el cual acoge ambigüedades internas – particularmente en el contexto 
sociopolítico actual de Bolivia – y, por ende, también un potencial controversial y 
contradictorio; la forma de cómo debe (y puede) ser ejercido es una cuestión en 
desarrollo y debate, como se evidencia en las maniobras de los actores estudiados, y 
abre ciertamente un campo de práctica y análisis en el futuro. Sin embargo, el caso de 
estudio demostró que los actores de la sociedad civil – de hecho igual que los entes 
estatales – son extremadamente diversos y heterogéneos. La pregunta de quién debe y 
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puede ejercer dicho control social, y además sobre quién, no puede, consecuentemente, 
partir de una visión dicotómica (rígida) de Estado versus sociedad civil.  
Además, en este proceso de acomodación (en el cual los actores civiles adoptan 
una función de control social mientras que los actores estatales aspiran un papel de 
ejecutor principal), en la práctica diversas variables adicionales entran también en 
juego y generan un panorama mucho más complejo, no por último por el carácter 
ambiguo e incluso contradictorio del proyecto y discurso político-ideológico del 
gobierno mismo. Además, la manera de cuándo y cómo se realiza esta reorganización 
de los papeles no parece ser definida clara y unánimemente: pese a la creciente 
disposición estatal de asumir la responsabilidad, muchas iniciativas se basan en una 
cogestión con organizaciones de la sociedad civil (y al revés); especialmente en una 
temática como la violencia contra la mujer que surge de condiciones sociales y 
culturales (aunque muchas veces fomentadas y mantenidas por las condiciones 
políticas), la cuestión y, sobre todo, la definición de la corresponsabilidad por parte de los 
actores de la sociedad civil permanece y permanecerá central.  
Como resultado de una tercera tensión se reactiva la cuestión de la posibilidad y, 
especialmente, de la necesidad de distinguir no solo entre la esfera estatal y civil, sino 
también entre denominaciones feministas y no feministas. En vista del panorama que 
presenta Cochabamba, las nociones de intervenciones y actores propiamente feministas 
parecen oscilar, especialmente considerando las acciones organizadas alrededor de una 
cuestión específica que toca diversas áreas y niveles sociales, políticos, económicos y 
culturales. Como es el caso del combate a la violencia contra la mujer, una diversidad 
de actores se aglutina alrededor de la temática – actores que no necesariamente se 
identifican con una postura feminista sino que operan según otros criterios y discursos 
que principalmente apelan a nociones de la democracia participativa (como ciudadanía 
o derechos humanos).  
Debido a esta heterogeneidad y complejidad del campo de actores, la cuestión de 
cómo perseverar en las demandas y objetivos originales se vuelve esencial y hasta divisiva 
para los actores, lo que se refleja también en sus modos de operar: los colectivos de 
mujeres autónomas mantienen una postura exterior al Estado y las instituciones, lo que 
les permite más libertad en la expresión y acción; sin embargo, este posicionamiento 
dificulta incidir directamente en las políticas públicas, sobre todo a nivel municipal 
donde las articulaciones se dan básicamente mediante acciones de cabildeo y creación 
de redes intersectoriales e interinstitucionales. A causa de una falta de institucionalización 
tanto de los diferentes organismos y su personal así como del proceso de 
transversalización en general, no se ha generado una respuesta estatal homogénea a la 
incidencia desde los grupos feministas y de mujeres. Aunque existen mecanismos 
institucionales para la promoción de la mujer, la probabilidad de generar resultados 
coherentes y únicamente atenidos a la causa es más bien incipiente y varía mucho 
según el tipo de instancia así como de su nivel (geo)político. Estos factores aumentan, 
por consiguiente, el peligro de crear iniciativas contraproducentes – ya sea por falta de 
capacitación o por falta de compromiso – las cuales pueden socavar el potencial 
transformador y subversivo de las propuestas originales.  
El panorama actual de los actores y sus modos de operar evidencia, sin embargo,  
dos tendencias posibles de contestar este desafío: por un lado desde los colectivos de 
mujeres, los cuales mantienen una posición bien marcada de distanciamiento hacia el 
Estado, pero cuya condición (básica) de movimiento social cuestiona directamente la 
autoimagen del gobierno. A pesar de tendencias devaluadoras hacia el feminismo (por 
conceptualizarlo como producto neocolonial y occidental), las propuestas comunitarias 
de estos colectivos son planteadas a menudo desde una discusión étnica-cultural, 
desafiando y incluso imposibilitando semejantes declaraciones. De este modo, lemas e 
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ideas originando en propuestas de estos espacios entran al discurso estatal, como se 
evidenció en el ejemplo del término de la despatriarcalización. 
Paralelamente, a raíz de los procesos iniciados con la promulgación de la Ley 
N° 348 se observa un aumento y fortalecimiento de articulaciones conjuntas, 
especialmente mediante las redes interinstitucionales e intersectoriales; el fomento de 
la resultante interacción entre actores estatales y de la sociedad civil abre y aumenta la 
posibilidad (aunque sea todavía incipiente) de integrar demandas y perspectivas 
feministas, tanto en las instituciones privadas como públicas, lo que es un paso crucial 
para generar resultados de orientación feminista de las acciones de estas instituciones. 
Además, el nuevo panorama institucional facilita el ingreso y acceso de actores 
claramente aliados al movimiento de mujeres a las arenas de toma de decisiones por lo 
cual incrementa su capacidad de presentar las demandas dentro del sistema político.  
El presente análisis de las implicaciones del involucramiento estatal en el 
combate a la violencia contra la mujer en Cochabamba evidencia – a pesar de sus 
limitaciones debido al enfoque local y la complejidad y heterogeneidad de los actores y 
contextos políticos que dificultan generalizaciones de las conclusiones – el potencial 
dinámico y permeable del cuerpo estatal en poder responder e incluso ser promotor de 
asuntos feministas; al mismo tiempo, el caso de estudio también visibiliza la profunda 
ambigüedad que desde siempre ha marcado la relación entre el Estado y cuestiones y 
actores feministas. Indudablemente, la articulación de los esfuerzos en el combate a la 
violencia contra la mujer se ve enfrentada con retos complejos y difíciles que se 
encuentran en el nivel operativo, estructural y conceptual, dificultados como también 
creados por la coyuntura política actual. En el caso de la región metropolitana de 
Cochabamba, estos obstáculos incluyen el riesgo de invisibilización, cooptación y 
marginación de los actores de la sociedad civil así como también el peligro de una 
subversión de las demandas originales por políticas, acciones y discursos 
contraproducentes.  
Pese a estas dificultades, el panorama actual ofrece también oportunidades sin 
precedencia: se cuenta con una base legal e institucional a partir de la cual las 
exigencias y demandas pueden ser planteadas respectivamente los esfuerzos 
organizados; el marco político ofrece mayores posibilidades participativas y 
mecanismos de rendición de cuentas respecto a las acciones estatales además de incluir 
la opción – por lo menos teóricamente – de ejercer control social, una posibilidad 
beneficiosa para las organizaciones de la sociedad civil que económicamente se 
encuentran en una situación delicada; y, por último, se registra una mayor 
susceptibilidad a cuestiones que podrían desafiar o perjudicar la autoimagen y 
legitimidad de ser un gobierno popular y reivindicativo.  
La temida fragmentación y polarización, relacionadas a las controversias acerca 
de una posición de oposición o integración de los actores frente al Estado, no 
necesariamente tienen que convertirse en una repercusión negativa; una pluralidad de 
actores no homogenizados garantiza más bien una constante incidencia simultánea 
desde fuerzas exteriores al marco institucional, como lo son los colectivos de mujeres – 
una condición que en el marco teórico ha sido identificado como factor clave para 
estimular resultados satisfactorios de los esfuerzos institucionales así como su 
continuación adecuada y efectiva. El reto, al final, es cómo garantizar una pluralización 
‘sana’, lo que inevitablemente está vinculado a un grado mínimo de autonomía de los 
actores. Sin embargo, se trata también de cómo aprovechar y profundizar los 
mecanismos y posibilidades que se están abriendo justamente por las nuevas formas 
de articulación conjunta, así como (de modo hipotético algo atrevido) aprovechar – de 
manera subversiva –  las fragmentaciones que se están dando en el panorama actual.   
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Anexo 
Entrevistas (en orden cronológico)  
Entrevista personal #1 con Judith Villarroel {directora de la ONG Fundación Ruway 
Ñanta}, realizada en Cochabamba el 19 de noviembre de 2015.  
Entrevista personal #2 con Isabel Villarroel {responsable del Proyecto Mujer 2008-
2013 de la ONG Fundación Ruway Ñanta}, realizada en Cochabamba el 20 de 
noviembre de 2015. 
Entrevista personal #3 con Jasmine Burkhard {colaboradora de Interteam: 
trabajadora social en la casa de acogida Fundación Padre Adolfo Kolping (ONG), 
Quillacollo, y colaboradora en la dirección de la FELCV}, realizada en Cochabamba el 
23 de noviembre de 2015. 
Entrevista personal #4 con Alejandra Escobar {educadora, integrante de la 
Comunidad de Música Autóctona Warmi Pachakuti}, realizada en Cochabamba el 25 
de noviembre de 2015. 
Entrevista personal #5 con Jacqueline Rojas Heredia {periodista La Razón y 
activista}, realizada en Cochabamba el 26 de noviembre de 2015. 
Entrevista personal #6 con Daniela Elías {responsable de la Escuela de Generación 
de Saberes de la ONG Infante y activista}, realizada en Cochabamba el 27 de 
noviembre de 2015.  
Entrevista personal #7 con Sandra Aliaga {periodista y coordinadora Proyecto 
Avances de Paz}, realizada en Cochabamba el 28 de noviembre de 2015.  
Entrevista personal #8 con July Valdivia {vocera Grupo Actúa}, realizada en 
Cochabamba el 30 de noviembre de 2015. 
Entrevista personal #9 con Eliana Quiñones Guzmán {integrante del Colectivo de 
mujeres libertarias Imillas}, realizada en Cochabamba el 2 de diciembre de 2015. 
Entrevista personal #10 con Jaqueline Flores Cáceres {abogada y coordinadora de la 
ONG Capacitación y Derechos Ciudadanos CDC Cochabamba}, realizada en 
Cochabamba el 3 de diciembre de 2015.  
Entrevista personal #11 con María Villarroel {directora de la ONG Infante, 
coordinadora de la red intermunicipal de la región metropolitana de Cochabamba Inter 
Redes }, realizada en Tiquipaya el 4 de diciembre de 2015. 
Entrevista personal #12 con Claudia Calsina Valenzuela {jefa Departamento SLIM 
de la alcaldía de Cochabamba}, Patricia Mendoza López {psicóloga del SLIM Cercado}, 
Maritza Llanos Chumacero {trabajadora social del SLIM Cercado}, realizada en 
Cochabamba el 11 de diciembre de 2015.  
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Entrevista personal #13 con Willmer Galarza {coordinador de la Red contra la 
Violencia a las Mujeres Cochabamba y activista}, realizada en Cochabamba el 16 de 
diciembre de 2015. 
Entrevista personal #14 con el Teniente Gilmar Danny Iriarte Ustariz {teniente de la 
dirección departamental de la FELCV Cochabamba}, realizada en Cochabamba el 17 de 
diciembre de 2015.  
Entrevista personal #15 con Pilar Ponce de León {directora de la ONG Wiñay Pacha, 
coordinadora de la Red interinstitucional de lucha contra la violencia Sacaba y 
coordinadora de Inter Redes}, realizada en Sacaba el 18 de diciembre de 2015. 
Entrevista personal #16 con Esther Otero {trabajadora social y coordinadora de la 
ONG Oficina Jurídica para la Mujer}, realizada en Cochabamba el 8 de enero de 2016.  
